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                            Recomendación: CEDH/ 04/2017-R. 
                                      Expediente: CEDH/0157/2016. 
                                       Oficio CEDH/VGEAAI/04/2017. 
           Tuxtla Gutiérrez, Chiapas; 28 de marzo del 2017.   
 

Caso: 9 familias tsotsiles desplazadas del barrio 
Bochilté del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, 
municipio de Huixtán, Chiapas. (40 personas). 
Agraviados: Los señores AMA, PVV, NMA, MMA, 
LPVH, NMM, PLIP, SAT y MMG (9 personas, 
además de sus familias). 
Autoridades Responsables: Secretaría General 
de Gobierno y Procuraduría General de Justicia 
del Estado.  
Derechos Humanos Violados: Sustancialmente 
violaciones a los derechos de no discriminación, 
de los niños/as, derecho a la educación, libertad 
de tránsito y de residencia, derecho a la integridad 
física, seguridad pública, libertad de culto y acceso 
a la justicia, contenidos en los artículos 1° último 
párrafo, 3°, 4°, 11, 21, 22, 24 y 17 
constitucionales, en relación con el artículo 1° de 
la misma Carta Magna.  

 
C. Lic. Juan Carlos Gómez Aranda. 
Secretario General de Gobierno. 
Ciudad. 
 
C. Mtro. Raciel López Salazar. 
Procurador General de Justicia del Estado. 
Ciudad. 
 
Distinguidos señores: 
 
----- 1.- Esta Comisión Estatal de los Derechos Humanos, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 102 apartado “B” de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 98 de la Constitución Política del Estado de Chiapas; 
1º, 4º, 5º, 7, 18 fracciones I, XVIII, XXI y XXII;  27 fracciones I, XVIII y XXVIII; 37 
fracciones I, V y VI; 43, 45, 47, 50, 62, 63, 64, 66, 67 y 69 de la Ley de la Comisión 
Estatal de los Derechos Humanos;  así como los artículos 188, 189, 190, 191, 192, 
193, 194, 195 y 196, del Reglamento Interior del extinto Consejo Estatal de los 
Derechos Humanos, de aplicación supletoria, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo Tercero Transitorio de la Ley, a contrario sensu; ha examinado los 
elementos de evidencia contenidos en el expediente de queja CEDH/0157/2016, 
relacionado con el caso de violaciones a derechos humanos en agravio de los 
señores AMA, PVV, NMA, MMA, LPVH, NMM, PLIP, SAT y MMG 
(Representantes de 9 familias), indígenas tsotsiles, originarios y vecinos del 
barrio Bochilté del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, Chiapas; así 
como MHG, de la etnia tseltal, y vistos los siguientes,  
 
I.- HECHOS. 
 
----- 2.- En fecha 14 de marzo del 2016, la Dirección General de Quejas, 
Orientación y Gestión de este organismo, recibió el escrito fechado el día 07 de los 
mismos, signado por los CC. AMA, PVV, NMA, MMA, LPVH, NMM, PLIP, SAT y 
MMG (9 personas), manifestando en lo que interesa, lo siguiente: 

“…los que suscribimos... pertenecientes al grupo indígena tsotsil, originarios y 
vecinos del barrio de Bochilté, perteneciente al ejido Lázaro Cárdenas Chilil, 
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municipio de Huixtán, Chiapas, nos dirigimos a usted de la manera más atenta y 
respetuosa, para hacerle saber lo siguiente: 
... somos representantes de 9 nueve familias que estamos siendo víctimas de 
constantes abusos por parte de autoridades y exautoridades tanto 
municipales  como rurales, del municipio de Huixtán, Chiapas, y específicamente 
del barrio Bochilté del ejido Lázaro Cárdenas Chilil; es por ello que solicitamos su 
intervención, toda vez que derivado de esos abusos, que datan desde... octubre de 
2013 y ... diciembre de 2013, y como dichos abusos no cesaban ni han cesado 
hasta la presente fecha, es que nos vimos obligados a iniciar Averiguación Previa en 
el mes de octubre de 2014...radicada en la Fiscalía Especializada en Justicia 
Indígena de San Cristóbal de Las Casas, Chiapas, bajo el número ... 426/IN7A-
T2/2014, en la cual se ejercitó acción penal en contra de los acusados ... los CC. 
NMG, MVT, MVP, MTM, MCV, CMVV, RPP y quien o quienes resulten 
responsables, por los delitos de PRIVACIÓN ILEGAL DE LA LIBERTAD, ROBO 
CON VIOLENCIA, ABUSO DE AUTORIDAD, DAÑOS, AMENAZAS Y LOS QUE 
RESULTEN, recayendo en el Juzgado del Ramo Penal de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de San Cristóbal, con el número de Expediente 574/2015, en el cual 
el Juez del citado Juzgado del Ramo Penal, con fecha 10 de agosto del año 2015, 
libró orden de búsqueda y aprehensión en contra de los acusados ya mencionados, 
por el delito de Robo con Violencia previsto y sancionado en los artículos 270 
fracción III, 274 segundo párrafo y 275 Fracción II y III, en relación al 14 fracción I, 
15 párrafo primero y segundo y 19 Fracción III y VI del Código Penal vigente en la 
entidad, en agravio de los que hoy suscribimos. 
El motivo de esta solicitud de auxilio e intervención... somos indígenas tsotsiles, y 
somos un grupo vulnerable, desprotegido, y hemos sido violentados en 
nuestra libertad, patrimonio y en nuestra persona, y no se  nos ha querido hacer 
justicia, por parte de las autoridades de la Fiscalía Especializada en Justicia 
Indígena de San Cristóbal de Las Casas, Chiapas, hasta el día de hoy, ya que han 
evadido la orden de aprehensión que hemos mencionado... es decir, no han querido 
ejecutar la misma, máxime que en innumerables ocasiones ... hemos comparecido 
tanto a [ante] la comandancia de la policía adscrita a la zona indígena, como al [ante 
el] Fiscal de Distrito Especializado en Justicia Indígena, al [ante el] Subdirector de 
Averiguaciones Previas y al [ante el] Subdirector de Control de Procesos, todos de 
la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena, de San Cristóbal de Las Casas, 
Chiapas, y todos nos han dado respuestas con evasivas; es decir nadie nos 
informa del por qué de la no ejecución de la citada orden de aprehensión en 
contra de nuestros agresores, máxime que en varias ocasiones le hemos hecho 
saber al Fiscal Especializado que seguimos siendo víctimas de constantes 
ataques y amenazas por dichas personas que hoy cuentan con una orden de 
aprehensión, y siguen dañándonos, al tenernos desplazados de la comunidad 
a la que pertenecemos, ya que desde el mes de diciembre de 2013, nos han 
cortado servicios de luz y agua, aparte que no nos permiten andar libremente en 
el barrio y/o comunidad, cuando nosotros somos las víctimas, y ellos cuentan con 
orden de aprehensión, y andan libremente abusando de nuestras familias. 
Es por ello que el auxilio solicitado... para que con su apoyo ... las autoridades 
correspondientes ejecuten esa orden de aprehensión en contra de las personas 
mencionadas y a consecuencia de ello se nos haga justicia, y se nos reparen los 
daños ocasionados por dichas personas, y sobre todo se nos permita habitar 
libremente nuestras casas en la comunidad, y no se pasen por alto a las leyes 
que imperan en nuestro Estado, ya que estas personas no pueden hacer y deshacer 
a su libre voluntad, ya que se trata de personas violentas, que toman 
determinaciones como privar de la libertad a los integrantes de nuestro grupo, 
tal y como lo hicieron el día 21 (sic) de febrero del presente año, con el 
suscrito AMA, a quien obligaron a firmar una minuta  de acuerdo, donde firmaron 
también autoridades de la población, que temerosas del actuar de esas personas, 
firmaron también, y en donde violentaron al suscrito, ya que sin haber existido delito 
de mi parte me tuvieron detenido por varias horas y además de que me tienen 
detenido un vehículo de la marca Nissan, Tipo tsuru, color blanco, con franjas 
blanco y verde, con placas de circulación DRU-48-80 del Estado de Chiapas, del 
cual asentaron en la minuta que quedaba en garantía a cambio de que me 
desistiera de acta administrativa y/o averiguación previa en contra de las 
autoridades y habitantes de Bochilté, pero en realidad es que ellos abusando de 
su mayoría me tienen secuestrado [sic] mi vehículo; y no es justo ello, toda vez 
que quienes son los verdaderos delincuentes son esas personas, que tienen orden 
de aprehensión y no es justo que las autoridades locales y municipales les 
protejan más a ellos que a nosotros que somos víctimas. 



 

                                                       Comisión Estatal de los Derechos Humanos. 
                                        Visitaduría General Especializada de Atención de Asuntos Indígenas. 

 

1a. Sur Oriente S/N°, esquina 2a. Oriente, 4o. Piso, barrio San Roque, C.P. 29000; Tuxtla Gutiérrez,  Chiapas. 
Teléfono (961) 60 2 89 80 y 60 2 89 81. Lada sin costo: 01 800 55 2 82 42. Fax. (961) 63 9 66 15. 

 

 

3 

También ... hacemos de su conocimiento... que esas personas que cuentan con 
orden de aprehensión, así como autoridades rurales y municipales, incluido ... 
delegado de gobierno ... en el municipio de Tenejapa, han organizado una 
reunión para el día 14 de marzo del presente año, en la localidad de Bochilté; 
sin embargo, por los antecedentes que tenemos de esas personas, y por 
comentarios de ellos mismos que han llegado a nuestros oídos, lo que pretenden 
es que ese día nos obliguen a firmar un acuerdo en el que aparentemos que 
voluntariamente queremos abandonar la comunidad, y que nunca hemos sido 
violentados, lo que es totalmente falso, y también pretenden destruir nuestras 
viviendas y pertenencias... ahí tenemos nuestras tierras las que tampoco nos 
dejan trabajar y tenemos nuestras casas, en donde no nos dejan vivir en paz, 
ya que... por órdenes de esas personas, vivimos replegados sin servicios 
básicos de luz y agua, en condiciones inhumanas; es por ello que solicitamos 
su apoyo porque pretenden expulsarnos de la comunidad sin que tengan 
causa justificada, aparentando razones falsas, ya que lo que en realidad nos 
han pedido es la cantidad de $70,000 (setenta mil pesos 00/100 m.n.) por cada 
una de las familias de los suscritos, para que podamos vivir en la comunidad, 
cosa que vemos por demás injusta y violatoria de nuestro derechos humanos 
y nuestras garantías individuales de propiedad, posesión, libertad de tránsito, 
etc., ya que el actuar de esa comunidad, vulnera lo establecido en el Apartado A del 
artículo 2 de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es 
decir no se sujetan a los principios generales de esta constitución, ni están 
respetando las garantías individuales de los suscritos ni de nuestras familias, 
ni los derechos humanos de los mismos y, mucho menos la dignidad e 
integridad de las mujeres, ya que son las más perjudicadas, ya que incluso 
han atentado en [contra de] su libertad sexual... 
Lo que solicitamos las nueve familias afectadas es su inmediata intervención ... 
para que las nueve familias que representamos podamos tener los mínimos de 
seguridad que se respetarán nuestros derechos, garantías individuales y derechos 
humanos, y seamos respetados por esas personas, y se les haga saber que no 
tienen ningún derecho de violentarnos ni obligarnos a salir de la comunidad ni 
mucho menos a pagar ninguna multa que ellos a su libre antojo ... han 
determinado imponernos, sin que los suscritos ni nuestra familia hayamos 
incurrido en falta alguna para la población, sino que por el contrario son esas 
personas las que nos ocasionaron daños en nuestro patrimonio, y ahora como 
se ven temerosos de que se pueda ejercitar acción legal en su contra, es que han 
manipulado a los habitantes de la población de la cual somos originarios y vecinos, 
para que actúen en nuestra contra, cuando ellos son unos delincuentes abusivos. 
Además de que solicitamos también su apoyo para la inmediata detención de 
las personas que cuentan con orden de aprehensión, para que podamos ser 
reparados de los daños que nos fueron ocasionados, y que se les deje en 
claro que dichas personas no son autoridades con facultades para corrernos 
de la comunidad ni violentarnos a su libre antojo. Ya que estamos en grave 
peligro de ser agredidos en nuestro patrimonio e integridad física... es por lo que 
hacemos de su conocimiento, que esa reunión planteada para el día 14 de 
marzo, pretenden ejecutar actos violentos en nuestra contra, cuando nosotros 
somos las víctimas y las autoridades en lugar de apoyarnos, como también 
están amenazadas por ese grupo, pretenden apoyarlos para firmar un 
supuesto acuerdo, que es por demás violatorio de nuestras garantías; es decir 
que no tenemos ninguna protección en dicha comunidad... solicitamos su 
intervención inmediata... para otorgarnos protección y velar porque no se nos 
obligue a abandonar definitivamente la comunidad, y se nos respeten 
nuestros derechos e integridad física; y sobre todo ... hacer las gestiones 
necesarias para que se cumplimente la citada orden de aprehensión, que está 
siendo retenida por las autoridades de la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena 
de San Cristóbal de Las Casas, Chiapas... 
Anexos: ... copia simple de la orden de aprehensión de fecha 10 de agosto del 
2015... y copia simple del acta de acuerdo... en la comunidad de Bochilté, de fecha 
22 de febrero del 2016.  (Fojas 4-7). 

 
----- 2.1.- Los peticionarios agregaron al escrito de queja fotocopia del oficio 
918/2015 de fecha 10 de agosto del 2015, deducido del Expediente Penal 
574/2015, suscrito por el C. Juez del Ramo Penal del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, dirigido al C. Fiscal del Ministerio Público Adscrito, cuyo contenido en lo 
que interesa, dice:  
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"...PRIMERO.- Se ordena la búsqueda y aprehensión de MCV, RPP, CMVV, 
MTM, MVP, NMG, MVT y MTM (8 personas), como probables responsables de la 
comisión del delito de ROBO EJECUTADO CON VIOLENCIA... cometido en 
agravio de AMA, MMA y PVV, hechos ocurridos en el barrio Bochilté, del ejido 
Lázaro Cárdenas Chilil, del municipio de Huixtán, Chiapas... (Foja 08).   

 
----- 2.2.- Los quejosos también proporcionaron fotocopia del Acta de Acuerdo de 
fecha 22 de febrero del 2016, que se levantó con motivo de la Asamblea General 
que se llevó a cabo en el barrio Bochilté del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, 
municipio de Huixtán, Chiapas; que suscriben: Autoridades del barrio Bochilté, 
C. MTM, Agente Auxiliar Municipal; C. AVV, Suplente del Agente; C. NMM, 
Comandante del Agente; C. MMH, Suplente del Comisariado Ejidal; C. MTC, 
Tesorero del Comisariado Ejidal; C. AVT, Comité de Educación; C. FMCV, 
Secretario de Educación; C. MHT, Tesorero de Educación; C. AVC, Patronato de 
Obras; C. MCI, Secretario de Obras. Por el Acusado (sic), C. Prof. AMA. Por el 
Funcionario de Gobierno, C. Lic. MAOR, Delegado de Gobierno con Distrito (sic) 
en el municipio de Tenejapa. Por el Juez de Paz y Conciliación Indígena, Prof. 
NVV. Por las Autoridades Municipales, Prof. PAV, Presidente Municipal 
Constitucional; C. MPH, Síndico Municipal; CC. AVA, SGG, MBG y FLT, 
Regidores.  La citada Acta de Acuerdo, en lo que interesa, dice lo siguiente: 

"Siendo las 23:00 horas del día 22 de febrero del año 2016, reunidos en el salón 
de usos múltiples del barrio Bochilté, municipio de Huixtán, Chiapas, en Asamblea 
General los habitantes del barrio antes mencionado y sus respectivas autoridades 
los CC... el objetivo de dar solución al problema que prevalece entre el barrio 
Bochilté y el C. PROF. AMA. 
ANTECEDENTES: En la participación de las autoridades y asamblea del barrio 
Bochilté, manifestaron que este problema ha prevalecido desde el año 2013 y hasta 
la fecha, a raíz de un problema agrario entre los CC. MMG y NMG, y conforme 
[pasa] el tiempo se ha agravado, como se hace constar en actas de acuerdo y 
minutas de trabajo, por lo que el día domingo 21 de febrero del año 2016, por 
acuerdo de la asamblea general del barrio Bochilté mandaron a localizar y 
presentar ante la asamblea general al C. AMA, toda vez que en múltiples 
ocasiones se ha invitado para que asista[n] tanto a él y [a] otras personas 
involucradas a las reuniones, para dialogar y llegar a un acuerdo, tomando en 
cuenta que [en] cada comunidad existen acuerdos y normas internas. Después de 
un amplio análisis entre la asamblea General del barrio como máxima autoridad de 
cada comunidad y el C. AMA, se llega a los siguientes acuerdos: 
PRIMERO: El C. AMA, se compromete a desistir de la (sic) Acta Administrativa 
y/o Averiguación Previa interpuesta por las autoridades (sic) así como de los 
habitantes del barrio Bochilté, otorgándole un lapso de tiempo hasta el día 01 de 
marzo a las 17:00 horas para que presente la notificación a este barrio sobre el 
desistimiento, dejando como garantía su vehículo de la marca Nissan tipo 
Tsuru, en color blanco con franjas rojo y verde, placas de circulación DRU-48-80 del 
Estado de Chiapas; en caso contrario la asamblea general tomará otras 
alternativas de solución. 
SEGUNDA: El C. AMA, firma de conformidad esta acta de trabajo, bajo ninguna 
presión y no interpondrá ninguna denuncia y/o queja en contra de alguna 
autoridad o habitante de este barrio Bochilté. 
TERCERA: Por acuerdo de la asamblea general se le concede el mismo término al 
01 de marzo del 2016, para que analice si regresa o se retira voluntariamente de 
este barrio Bochilté siempre y cuando acepte el acuerdo antes establecido, así 
como de las demás personas involucradas, como consta en la renuncia presentada 
con anterioridad. 
CUARTA: La autoridad del H. Ayuntamiento Municipal y el Delegado de Gobierno, 
hacen constar y dan fe (sic) que el PROF. AMA, no se encuentra privado de su 
libertad y no presenta ninguna lesión física. 
No habiendo otro asunto que tratar se declara concluida esta acta de acuerdo, 
siendo las 06:30 horas del día 23 del mismo mes y año de su inicio. Firman al 
margen y al calce los que en ella intervinieron, para dar fe de su legalidad y 
autenticidad." (Fojas 9-10) 
 

----- 3.- En acta circunstanciada de fecha 14 de marzo del 2016, a las 08:30 horas, 
personal fedatario de este organismo en lo que interesa, hace constar lo siguiente: 
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"... comunicándome con quien dijo llamarse VAC, a quien le hago del conocimiento 
que el motivo de mi llamada es en relación a su escrito de fecha 07 de marzo del 
año en curso, en el cual refieren que el día de hoy 14 de marzo del 2016, se llevará 
a cabo una reunión por parte de las autoridades rurales (de Bochilté) y municipales, 
incluido un delegado de gobierno... del municipio de Tenejapa... solicitan la 
intervención inmediata para que se les otorgue protección... no mencionan la hora 
de tal reunión; a lo que contesta que se llevará a cabo el día de hoy a las 17:00 
horas en la comunidad de Bochilté..." (Foja 11).   

              
----- 4.- La queja fue registrada con el número CEDH/0157/2016 y por acuerdo de 
fecha 15 de marzo del 2016, se determinó admitir la misma, por presuntas 
violaciones a derechos humanos cometidas en agravio de los CC. AMA, PVV, 
NMA, MMA, LPVH, NMM, PLIP, SAT y MMG (Representantes de 9 familias), por 
parte de la Policía Especializada, consistentes (las violaciones) en incumplimiento 
de orden de aprehensión. (Fojas 28-32).  
 
II.- EVIDENCIAS. 
 
----- 5.- La queja radicada con el número CEDH/0157/2016, en fecha 14 de marzo 
del 2016, al tenerse por recibido el escrito fechado el 07 de marzo del 2016, 
signado por los CC. AMA, PVV, NMA, MMA, LPVH, NMM, PLIP, SAT y MMG 
(Representantes de 9 familias); admitiéndose la instancia en fecha 15 de marzo 
del 2016, por presuntas violaciones a derechos humanos de los peticionarios, 
consistentes en incumplimiento de orden de aprehensión atribuible a la Policía 
Especializada.   
 
----- 6.- En oficios de fecha 17 de marzo del 2016 este organismo notificó a los 
quejosos la admisión de la instancia y requirió informe a la autoridad presunta 
responsable, a través de la Delegada de Derechos Humanos de la Fiscalía 
Especializada en Justicia Indígena. (Fojas 33-34).   
 
----- 7.- En oficio DPDHZZI/0062/2016, de fecha 04 de abril del 2016, la C. Lic. 
RHR, Delegada de Derechos Humanos en Fiscalía Justicia Indígena y Distrito 
Altos de la PGJE, remite oficio SCP/209/2016, de fecha 31 de marzo del 2016, a 
través del cual el C. Lic. GML, encargado de la Subdirección de Control de 
Procesos de la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena, informa sobre la 
situación jurídica del Expediente Penal 574/2015; así como oficio 527/CRZI/2016, 
de fecha 1° de abril del 2016, a través del cual el C. Lic. JNPA, Comandante 
Regional Zona Indígena de la Policía Especializada, informa sobre las acciones 
implementadas para la ejecución de la orden de aprehensión deducida del 
Expediente Penal 574/2015. (Foja 039).      
 
----- 7.1.- En oficio SCP/209/2016, de fecha 31 de marzo del 2016, el C. Lic. GML, 
encargado de la Subdirección de Control de Procesos de la Fiscalía Especializada 
en Justicia Indígena, en lo que interesa, informa: 

"... la orden de aprehensión emitida en la causa penal 574/2015 del índice del 
Juzgado del Ramo Penal de San Cristóbal, derivada de la Averiguación Previa 
426/IN7A-T2/2014... el mandamiento judicial de referencia, fue emitido mediante 
oficio 918/2015 de fecha 10 de agosto del 2015, por el delito de Robo Ejecutado 
con Violencia, en agravio de AMA, MMA y PVV, mismo que mediante oficio 
SCP/916/2015, de fecha 29 de agosto del 2015, fue remitido al Comandante 
Regional Zona Indígena, para efectos de cumplimentarlo, toda vez que con 
fundamento en el artículo 40 fracción II de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado y los artículos 99 párrafo primero y 100 apartado b) 
fracción II del Reglamento de la citada ley, es quien cuenta con dicha facultad; sin 
embargo, hasta el momento el mandamiento judicial se encuentra vigente y 
pendiente de ejecutar..." (Foja 040).   

 
----- 7.2.- En oficio 527/CRZI/2016, de fecha 1° de abril del 2016, el C. Lic. JNPA, 
Comandante Regional Zona Indígena de la Policía Especializada, sobre las 
acciones implementadas para la ejecución de la orden de aprehensión deducida 
del Expediente Penal 574/2015, en lo que interesa, informa: 
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"... los actos que se han realizado para... dar cumplimiento al Mandamiento Judicial 
librado mediante oficio 918/2015, de fecha 10 de agosto del 2015, por el Juez ... del 
Ramo Penal del Distrito Judicial de San Cristóbal... en el expediente penal 
574/2015, en contra de MCV, RPP, CMVV, MTM, MVP, NMG, MVT y MTM (8 
personas), por el delito de Robo Ejecutado con Violencia, de hechos ocurridos en 
el barrio Bochilté, del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, del municipio de Huixtán, 
Chiapas... 
El suscrito con personal a mi mando en diferentes días y horarios, hemos colocado 
puestos de control y vigilancia, en ambos sentidos, sobre la carretera que lleva al 
barrio de Bochilté, del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, del municipio de Huixtán, 
Chiapas, en los puntos carreteros que se encuentran antes y pasando dicho barrio, 
con la finalidad de identificar a los sindicados mencionados... dentro de los 
vehículos particulares y de servicio público de pasaje, que transitan sobre dicha 
carretera, y dar debido cumplimiento al mandamiento judicial antes mencionado, sin 
que hasta el momento se hayan obtenido resultados positivos. 
En virtud de que, NO ES POSIBLE NUESTRO INGRESO A DICHO BARRIO CON 
LA FINALIDAD DE ESTABLECER VIGILANCIAS FIJAS PARA LOCALIZAR (sic) Y 
EJECUTAR DICHO MANDAMIENTO JUDICIAL, YA QUE LAS PERSONAS 
HABITANTES DE ESE LUGAR, SON SUMAMENTE AGRESIVAS Y QUE AL VER 
NUESTRA SOLA PRESENCIA HEMOS SIDO AGREDIDOS CON PIEDRAS, YA 
QUE NO PERMITEN EL INGRESO DE NINGUNA AUTORIDAD DEL ESTADO, 
PORQUE SE RIGEN POR USOS Y COSTUMBRES. 
Asimismo se ha contactado con el C. NVV, Juez de Paz y Conciliación Indígena, del 
municipio de Huixtán, Chiapas, a quien se le solicitó en vía de colaboración a esta 
Institución Policiaca, para que localice y presente (sic) ante esta autoridad ejecutora 
a las personas sindicadas para darle debido cumplimiento a la orden de 
aprehensión..." (Foja 041).         

 
----- 8.- En oficios de fechas 11 y 12 de agosto del 2016, este organismo solicitó 
informes respecto de los actos constitutivos de la queja al C. Lic. PGG, 
Subsecretario de Gobierno Región V Altos Tsotsil-Tseltal, así como al C. Prof. 
NVV, Juez de Paz y Conciliación Indígena de Huixtán, Chiapas, respectivamente. 
(Fojas 61-63). 
 
----- 9.- En oficio SGG/SSGRVAT-T/557/2016, de fecha 12 de agosto del 2016, el 
C. Lic. PGG, Subsecretario de Gobierno Región V Altos Tsotsil-Tseltal, en lo que 
interesa, informa: 

"...solicita información ... sobre la problemática intracomunitaria (sic)  
(desconocimiento de derechos ejidales) existente en la comunidad de Bochilté, 
municipio de Huixtán, Chiapas... 
PRIMERO: De acuerdo al reporte proporcionado por el Lic. MOR, Delegado de 
Gobierno de Tenejapa y encargado de la Delegación de Gobierno de Huixtán, 
mencionó que la Policía Ministerial de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado, en cumplimiento de una Orden de Aprehensión, alrededor de las 15:00 
horas del día 9 de junio del presente año, detuvo a los CC. MTM y RPP (sic), 
Agente Auxiliar Municipal y habitante del barrio Bochilté, municipio de Huixtán, y 
derivada de esta detención, como medida de presión, los habitantes del mencionado 
lugar, también retuvieron a los CC. Lic. VHRG y ASTP, Secretario Actuario y chofer 
del Juzgado Penal adscrito al CERSS N° 5 de San Cristóbal de Las Casas, 
adscritos a la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena (sic), con la intención de 
canjearlos. En caso contrario tomarían otras medidas de presión, como el bloqueo 
total de la carretera San Cristóbal-Ocosingo. 
Cabe señalar que el día 10 de junio del año que transcurre, se llevó a cabo el 
intercambio de personas, quedando libres en ese mismo día... dichas 
detenciones complicó más la situación para los supuestos desplazados para un 
futuro diálogo, toda vez que los habitantes de Bochilté mantenían la propuesta de 
pago de multas por parte del grupo inconforme, ya que se niegan a aceptar 
cargos y realizar trabajos comunitarios. Asimismo, esta Subsecretaría convocó 
en diversas ocasiones a las reuniones de trabajos en la comunidad de Bochilté y 
Ayuntamiento Municipal, pero los CC. NMM, PVV, PLIP, NMA y AMA, han 
demostrado falta de voluntad para llegar a un arreglo concertado, quienes 
optaron por la aplicación de la Ley y no a la vía del diálogo. 
SEGUNDO: Con relación a la minuta firmada por el C. AMA, esta Subsecretaría de 
Gobierno a través del Delegado de Gobierno en Tenejapa y encargado de la 
Delegación de Gobierno en Huixtán, el día 23 de febrero, atendieron la 
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problemática de la retención del C. AMA por habitantes del barrio Bochilté del 
ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán; el Presidente Municipal 
acompañado de integrantes de su Cabildo, y el Delegado de Gobierno, se 
trasladaron a dicho barrio para dialogar con las autoridades a fin de liberar al 
retenido; después de un amplio diálogo se firmó acta de acuerdo que anexó a su 
oficio arriba citado..." (Foja 66).               

 
----- 10.- En oficio de fecha 16 de agosto del 2016, este organismo notificó a los 
quejosos NMA, NMM, LPVH, MMA y AMA, el informe citado en el punto 
precedente; observándose al margen derecho del oficio las firmas de 24 de agosto 
del 2016, correspondientes a los CC. AMA, MMA y MMG. (Foja 67) 
 
----- 11.- En oficio DPDHZI/164/2016, de fecha 22 de agosto del 2016, la C. Lic. 
RHR, Delegada de Derechos Humanos Distrito Altos y Justicia Indígena, remite el 
diverso oficio 1638/CRZI/2016, de fecha 19 de agosto del 2016, a través del cual 
el C. Lic. JAOR, Jefe de Grupo de la Policía Especializada, encargado de la 
Comandancia Regional Zona Indígena, en lo que interesa, informa: 

"... Que el día 09 de junio de los corrientes se cumplimentó parcialmente la 
orden de aprehensión ... en contra de MTM ... quedando debidamente recluido en 
el CERSS N° 5, en San Cristóbal de Las Casas, Chiapas...  
Asimismo el suscrito ha tenido contacto personal y vía telefónica con la parte 
ofendida por medio del C. VAC... quien se ostenta como abogado de los hoy 
agraviados, a quienes se les ha brindado la atención e información..." (Foja 70)  

 
----- 11.1.- En oficio 1076/CRZI/2016, de fecha 09 de junio del 2016, con sello de 
recibido a las 12:40 horas del mismo día, los CC. RLA y JERC, Agentes de la 
Policía Especializada adscritos a la Comandancia Regional Zona Indígena, 
pusieron a disposición del Juez del Ramo Penal del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, a MTM, en calidad de DETENIDO y RECLUIDO en el CERSS N° 5, 
como probable responsable del delito de ROBO EJECUTADO CON VIOLENCIA, 
cometido en agravio de AMA, MMA y PVV; señalando en el citado oficio: "No omito 

informar a usted que dicha persona fue entregada por un grupo de aproximadamente 25 
personas, en las instalaciones que ocupa esta Comandancia Regional Zona Indígena..." 
(Foja 71).   
 
----- 12.- En acta circunstanciada de fecha 24 de agosto del 2016, personal 
fedatario de este organismo hace constar que a las 19:30 horas comparecieron los 
CC. AMA, MMA y MMG, quienes en lo que interesa, manifestaron: 

"... los operativos del Comandante de la Policía son totalmente falsos; no hemos 
visto que hagan tales operativos; puras excusas y pretextos... el Comandante de la 
Policía nos dice que por órdenes del Fiscal no puede actuar porque el Fiscal no 
quiere... es mentira que agarraron a MTM, él está libre, sí lo atraparon pero 
salió, lo liberaron y queremos saber por qué lo liberaron... lo único que nos 
interesa es que se ejecute la orden de aprehensión... (Foja 74).    

 

----- 13.- En oficio S/N° de fecha 3 de septiembre del 2016, el C. Mtro. PAV, 
Presidente Municipal Constitucional de Huixtán, Chiapas, en lo que interesa, 
informó lo siguiente: 

"... Como Presidente Municipal del H. Ayuntamiento del municipio de Huixtán, he 
sido invitado en repetidas ocasiones para intervenir, respecto al problema planteado 
[;] es cierto que los supuestos ofendidos, abandonaron sus casas, sin que 
hubiera causas graves para hacerlo; radicó en que estas familias en reiteradas 
ocasiones fueron invitados a trabajos comunitarios, como lo son, de la 
escuela, mantenimiento de las calles y carreteras, etc., tal como lo establecen 
los usos y costumbres de la comunidad. Estas personas hicieron caso omiso 
a tales actividades, se hicieron los enojados, sólo abandonaron sus casas y 
bienes de la comunidad. Si bien es cierto que demandaron por delitos graves, 
oportunamente la autoridad Judicial (sic) tuvo a bien realizar una exhaustiva 
investigación antes de consignar ante el Penal de la causa. En atención a que no 
cesa la violencia en contra de los hoy ofendidos, esto es infundado, se tiene pleno 
conocimiento que no viven en la comunidad de Bochilté; como consecuencia no 
existe comunicación con los supuestos agresores... 
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En lo que respecta a la reunión que estaba programada el 14 de marzo del año en 
curso; efectivamente se llevó a cabo la reunión en la comunidad de Bochilté del 
ejido Lázaro Cárdenas Chilil, del municipio de Huixtán, Chiapas, con los habitantes 
del lugar, el Delegado de Gobierno y Fiscal del Ministerio Público, donde se tomaron 
acuerdos importantes como lo es la devolución del vehículo Nissan tipo Tsuru, color 
blanco con franjas verdes y rojas, con placas de circulación DRU-4880, que en esa 
misma fecha se hizo entrega formal al propietario, no sin antes haber acreditado la 
propiedad del citado vehículo. Como falsamente argumentan que había quedado 
retenido el citado vehículo para garantía, improcedente al respecto toda vez que el 
multicitado vehículo no es propiedad de ninguno de los hoy supuestos ofendidos. 
Quiero hacer mención que los hoy supuestos agraviados, no hicieron mención a 
cabalidad en cómo se suscitaron los hechos, ocultando acciones que no les 
convenía dar a conocer. Así las cosas... se espera que oportunamente se resuelva 
armoniosamente sin llegar a las agresiones entre las partes." (Fojas 76-77).       

 
----- 14.- En oficio DPDHZI/0187/2016, de fecha 12 de septiembre del 2016, la C. 
Lic. RHR, Delegada de Derechos Humanos, Fiscalía en Justicia Indígena y Distrito 
Altos, remite el diverso oficio 1773/CRZI/2016, de fecha 8 de septiembre del 2016, 
a través del cual el C. Lic. JAOR, Jefe de Grupo de la Policía Especializada, 
encargado de la Comandancia Regional Zona Indígena de la Policía 
Especializada, en lo que interesa, informa: 

"... en diferentes días y horarios del mes de marzo de 2016, personal de esta Policía 
Especializada, adscrito a la Comandancia Regional Zona Indígena, colocó puestos 
de control y vigilancia en ambos sentidos sobre la carretera que lleva al barrio 
Bochilté, del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, Chiapas... con la 
finalidad de identificar a los sindicados en el Expediente Penal... dentro de los 
vehículos particulares y del servicio público de pasaje... sin que se haya obtenido 
resultado positivo alguno. 
... no es posible el ingreso de esta Autoridad Ejecutora, ya que los habitantes del 
barrio de Bochilté, no permiten el ingreso a ninguna Autoridad Policial del Estado, 
toda vez que se rigen por usos y costumbres. 
... en diversos días del mes de abril del año en curso, personal de esta 
Comandancia Regional Zona Indígena, implementaron nuevamente puestos de 
control y vigilancia, en diferentes puntos del tramo carretero que conduce al barrio 
de Bochilté... sin que se haya obtenido resultado positivo alguno. Asimismo, se 
contactó al C. NVV, Juez de Paz y Conciliación Indígena, a quien se le solicitó en 
vía de colaboración a esta Institución, para que Localizara y Presentara ante esta 
autoridad ejecutora a las personas sindicadas para dar... cumplimiento a la orden de 
aprehensión, sin obtener resultado positivo. 
... en el mes de mayo del presente año, se implementaron patrullajes preventivos y 
constantes en el tramo carretero Rancho Nuevo-Huixtán... 
... el día 09 de junio del 2016, se cumplimentó la orden de aprehensión derivada del 
expediente penal número 574/2015, en contra de MTM, como probable responsable 
del delito de Robo con Violencia, en agravio de AMA, MMA y PVV, quedando 
debidamente recluido en el Centro Estatal de Reinserción Social de Sentenciados 
N° 5, en San Cristóbal de Las Casas, Chiapas. 
Asimismo... del oficio... de fecha 25 de agosto del 2016, refiere que mediante Acta 
Circunstanciada de fecha 24 de agosto del presente año, suscrita por personal 
fedatario de esa Comisión, se consigna la comparecencia de los señores AMG y 
MMA, que en la parte que interesa refiere... "Que los operativos del Comandante de 
la Policía son totalmente falsos, no hemos visto que hagan tales operativos, pura 
excusa y pretextos... este Comandante nos dice que por órdenes del Fiscal, no 
puede actuar, por lo que el Fiscal no quiere; ahora bien, es mentira que agarraron a 
MTM, él está libre, sí lo atraparon pero salió, lo liberaron y queremos saber por qué 
lo liberaron." Al respecto esta Autoridad Ejecutora como se menciona con 
antelación, le dio debido cumplimiento a la orden de aprehensión en contra de 
MTM y se desconoce bajo qué términos legales dejaron en libertad a la 
persona antes mencionada ya que no se encuentra dentro de nuestras 
facultades. 
... en diversos días y horarios del presente mes, continuamos implementando 
puestos de control y vigilancia en ambos sentidos sobre la carretera que lleva al 
barrio Bochilté, del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, del municipio de Huixtán, Chiapas... 
sin que hasta el momento se hayan obtenido resultados positivos..." (Fojas 78-80).       
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----- 15.- En escrito de fecha 13 de octubre del 2016, recibido el día 26 de los 
mismos, el C. AMA, en lo que interesa, manifiesta lo siguiente: 

“…de ninguna manera [con] los documentos que adjuntan las responsables, se llega 
a la convicción de que están realizando actos tendientes a lograr la ejecución de la 
orden de aprehensión multiseñalada... toda vez que si bien es cierto que la 
ejecutoria de amparo fracción I (sic) del resolutivo único manifiesta que nos 
concedieron la protección constitucional a nosotros los quejosos para el efecto que 
ordenen a quien corresponda el cumplimiento de la orden de aprehensión 
multicitada, atendiéndose (sic) dicha fracción en el sentido  de que no únicamente 
se refiere a que los responsables ordenen mediante oficios a los encargados de la 
ejecución de dicha orden, sino que también su obligación consiste en el hecho de 
que velen en todo momento por la ejecución material de la misma, es decir que 
no por el simple hecho de que adjunten un oficio informando que han ordenado la 
ejecución de la orden de aprehensión se les va a tener por cumplido (sic) la 
ejecutoria de amparo... pido su valioso apoyo e intervención y solicito una 
auditoría en contra del Fiscal del Ministerio Público Indígena, cuál es el motivo 
de la dilación, de la no ejecución de la orden de aprehensión dictada por el Juez 
Penal de fecha 10 de agosto de 2015, número de expediente 574/2015... nosotros 
los quejosos quienes bajo protesta de decir verdad manifestamos que hemos 
constituido ante la policía especializada de justicia indígena [,] lo único que 
nos han dicho que ellos no pueden ejecutar la orden de aprehensión sin el 
consentimiento del Fiscal…” (Foja 86). 
 

----- 16.- En oficio DPDHZI/0223/2016, de fecha 09 de noviembre del 2016, la C. 
Lic. RHR, Delegada de Derechos Humanos Fiscalía de Justicia Indígena y Distrito 
Altos, remite diverso oficio número 2233/CRZI/2016, de la misma fecha, a través 
del cual el C. VHHV, Agente de la Policía Especializada adscrito a la 
Comandancia  Regional Zona Indígena, en lo que interesa, informó lo siguiente:  

“…El suscrito Agente de la Policía Especializada, encargado de dar cumplimiento a 
la orden de aprehensión derivado del Expediente Penal número 547/2016, en contra 
de MCV, RPP, CMVV, MTM, MVP, NMG, MVT y MTM (8 personas), como 
probables responsables de la comisión del delito de ROBO EJECUTADO CON 
VIOLENCIA, cometido en agravio de AMA, MMA y PVV, en diferentes ocasiones me 
he comunicado vía telefónica con el C. NVV, quien funge como Juez de Paz y 
Conciliación Indígena del municipio de Huixtán, Chiapas; esto con la finalidad de 
solicitar apoyo de esa autoridad tradicional para que con personal a mi mando 
permitan nuestro ingreso al barrio de Bochilté, del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, del 
municipio de Huixtán, Chiapas; lugar donde ocurrieron los hechos, manifestando la 
autoridad antes mencionada que no es posible nuestro ingreso toda vez que 
en el lugar antes mencionado no permiten el ingreso de ninguna autoridad del 
Estado, ya que SE RIGEN POR USOS Y COSTUMBRES y que nuestra sola 
presencia podría generar un conflicto de difícil o imposible reparación; 
asimismo, nos refiere que no garantiza nuestra seguridad física, motivo por el cual 
esta autoridad se encuentra imposibilitada para el ingreso al barrio antes 
mencionado y poder localizar a los sindicados antes mencionados.  
Por lo antes expuesto, con personal bajo mi mando en diferentes días hasta la 
fecha, hemos colocado puestos de control y vigilancia en diversos puntos 
estratégicos de la ciudad, con la finalidad de localizar a las personas sindicadas en 
el mandamiento judicial número 574/2015, entre los vehículos de transporte público 
y particulares que ingresan a la ciudad, ya que por información proporcionada por la 
parte agraviada se tiene conocimiento que los sindicados transitan por esta ciudad 
de San Cristóbal de Las Casas, Chiapas, SIN QUE HASTA EL MOMENTO SE 
HAYA OBTENIDO RESULTADO POSITIVO ALGUNO…” (Fojas 92-97). 

 
----- 17.- En escrito de fecha 11 de noviembre de 2016, el quejoso AMA, en lo que 
interesa, manifestó lo siguiente:  

“… hice mención que [por] un error involuntario se puso el nombre de auditoría 
cuando en realidad es el (sic) contralor de la procuraduría a quien le solicitó que se 
le inicie un procedimiento administrativo a los servidores públicos encargados de la 
ejecución de la orden de aprehensión para que sea esa autoridad (contralor) la que 
sancione el comportamiento de los servidores públicos que no han acatado un 
mandamiento judicial bajo el número de expediente 574/2015, es por esa razón 
pido... que todo lo que informa el comandante de la policía especializada zona 
indígena y el fiscal del ministerio público indígena es totalmente falso; cómo es 
posible que rindan informe haciendo mención que han actuado con puestos de 
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control y vigilancia  en los diversos puntos estratégicos, mientras los sindicados 
campantemente están paseando o haciendo mandados en la ciudad de San 
Cristóbal de Las Casas, Chiapas; y algunos de los sindicados trabajan aquí en la 
ciudad antes mencionada de lunes a viernes y cómo es posible que el fiscal y el 
comandante no han podido ejecutar la multicitada orden de aprehensión desde el 10 
de agosto de 2015, hasta hoy en día no se ha hecho absolutamente nada…” (Foja 
99). 

 
----- 18.- En oficio SGG/DGH/026/2016, de fecha 16 de noviembre del 2016, el C. 
Lic. MAOR, Delegado de Gobierno en Huixtán, en lo que interesa, informa lo 
siguiente: 

"... El origen de esta problemática deriva de un conflicto familiar en el año 2013, 
entre los CC. MMG y NMG, por la disputa de terrenos que pertenecían a su difunto 
padre... 
Con fecha 04 de octubre del 2014, en asamblea general de habitantes de dicho 
barrio, dentro del orden del día trataron diversos puntos, como la situación de los 
CC. PVV, NMM, AMA, SAT, PLIP, MMA, NMA, LPVH y MMG (9 personas), 
quienes fueron desconocidos de sus derechos por no cumplir con sus obligaciones, 
es decir, por no colaborar en ningún servicio, cooperaciones, trabajos comunales y 
fiestas patronales. 
... una comisión interinstitucional y el H. Ayuntamiento Municipal han llevado a cabo 
diversas reuniones de trabajo con las partes en conflicto, a fin de buscar y procurar 
acuerdos para la reincorporación de las 9 personas desconocidas al citado barrio, 
pero ante la falta de voluntad de las mismas para llegar a una solución armoniosa, 
los habitantes mediante asamblea celebrada en el mes de enero del presente año, 
establecieron acuerdos que con anterioridad bajo una asamblea se les ha 
prohibido a las personas que no se sujetan a los acuerdos y reglamentos de la 
comunidad, no podrán ingresar al interior con vehículos ajenos. 
El 22 de febrero del presente año... habitantes del barrio Bochilté retuvieron al C. 
AMA... En el desarrollo de la reunión, las autoridades del lugar adujeron que el C. 
AMA, llegó al ejido llevando un vehículo tipo Tsuru del cual no acreditó la 
propiedad, pasando desapercibidos los acuerdos antes mencionados, 
situación que motivó la retención. Además de que en fechas anteriores, también el 
C. PIP, había dejado estacionada una camioneta en la casa de AMA; ambos 
vehículos estuvieron resguardados en el Salón de Usos Múltiples de dicho barrio...  
Con fecha 01 de marzo del presente año, se llevó a cabo la reunión de seguimiento 
en el barrio Bochilté... a la cual no asistió el Prof. AMA y demás personas, situación 
que motivó a signar una minuta de trabajo; entre los acuerdos destacó una próxima 
reunión el pasado 14 de marzo del presente año, y previamente cumplir con el 
acuerdo TERCERA que literalmente señala: "LA COMISIÓN 
INTERINSTITUCIONAL A TRAVÉS DEL DELEGADO DE GOBIERNO, SE 
COMPROMETE A QUE PREVIO A LA REUNIÓN PROGRAMADA, SOSTENER 
PLÁTICA CON LAS CINCO FAMILIAS, CON LA FINALIDAD DE 
SENSIBILIZARLOS AL DIÁLOGO Y A LA CONCERTACIÓN, PARA 
ENCONTRAR LA SOLUCIÓN FAVORABLE A ESTA PROBLEMÁTICA." 
Con base a (sic) lo anterior, el día 02 de marzo del 2016, el suscrito sostuvo pláticas 
con el Prof. AMA, quien manifestó su postura de que no se presentará (sic) 
[presentaría] a la reunión programada para el día 14 de marzo del presente año, ya 
que teme (sic) por su vida e integridad física, además de que ya tomó la decisión 
con su familia de no regresar a vivir al citado barrio, fingiendo que no le 
preocupa si el ejido decreta otras medidas, al igual que con los dos vehículos 
en resguardo. 
Es importante mencionar que esta decisión que ha tomado no sólo el Prof. AMA, 
sino el resto de las familias, se debe a la existencia de órdenes de aprehensión en 
contra de las autoridades del barrio Bochilté, especulando que con esta medida 
ellos pueden resolver el fondo del problema, cuando en realidad sólo se 
agravaría, tal como sucedió con la detención de los CC. MTM y RPP (sic)... por 
parte de la Policía Ministerial, el pasado 09 de junio del presente año, 
provocando que los habitantes se enojaran más de lo que estaban. 
... con fecha 18 de abril del presente año, una comisión conformada por el H. 
Ayuntamiento Municipal de Huixtán, Delegación de Gobierno de Huixtán y la 
Fiscalía Especializada en Justicia Indígena, se constituyeron en el barrio Bochilté, 
donde las autoridades entregaron las dos unidades al representante social. 
Con fecha 10 de junio del presente año, se atendió en audiencia a los CC. NMM, 
PVV, PLIP, NMA y AMA (5 personas) (desconocidos del barrio Bochilté), asistidos 
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por el C. MCG, presidente de la Organización de los Pueblos Evangélicos de los 
Altos de Chiapas (OPEACH), quienes aludieron que debido a la liberación de los 
CC. MTM y RPP, Agente Auxiliar Municipal y habitante del barrio Bochilté... 
detenidos el pasado 9 de los corrientes por la Procuraduría General de Justicia del 
Estado, ahora solicitan que por la vía del diálogo se establezca una mesa de 
atención con las autoridades del barrio Bochilté, a fin de buscar y construir 
acuerdos que permitan el retorno de dichas familias a su lugar de origen... se han 
entablado pláticas con el Presidente Municipal de Huixtán, donde conjuntamente se 
están buscando los mecanismo para sensibilizar a las autoridades del mencionado 
barrio." (Fojas 102-104).               

 
----- 19.- En oficio DPDHZI/0237/2016, de fecha 23 de noviembre del 2016, la C. 
Lic. RHR, Delegada de Derechos Humanos Fiscalía en Justicia Indígena y Distrito 
Altos, remite diverso oficio 2325/CRZI/2016, de fecha 22 de noviembre del 2016, a 
través del cual el C. VHHV, Agente de la Policía Especializada adscrito a la 
Comandancia Regional Zona Indígena, en lo que interesa, informa lo siguiente: 

 “…El día 09 de junio de 2016... el C. RLA, Jefe de Grupo de la Policía 
Especializada, ejecutó parcialmente la Orden de Aprehensión derivada del 
Expediente Penal 574/2015, en contra de MTM, como probable responsable del 
delito de Robo con Violencia en agravio de AMA, MMA y PVV.  
Asimismo... con personal a mi mando, desde la fecha que me fue ordenado el 
cumplimiento de la orden de aprehensión... se han realizado diversos actos... con la 
finalidad de dar con el debido cumplimiento, sin que hasta el momento se hayan 
obtenido resultados positivos…” (Fojas 105-106). 

 
----- 20.- En oficio 226/2016, de fecha 30 de noviembre del 2016, en vía de 
colaboración, el C. Prof. NVV, Juez de Paz y Conciliación Indígena de Huixtán, 
Chiapas; en lo que interesa, informa: 

"... Efectivamente AMA, PLIP Y OTROS, han tenido problemas en el barrio de 
Bochilté... conflicto que data al parecer desde el año 2013... por la negativa de 
estas personas para ejercer cargos tradicionales en su comunidad y prestar 
sus servicios de colaboración y participación de acuerdo a la forma de 
organización interna del barrio; al no aceptar dichos cargos, la asamblea por 
acuerdos internos les ha impuesto sanciones por tal negativa, desconociendo 
concretamente esta autoridad qué tipo de sanciones... de acuerdo a lo acordado en 
la asamblea es así como sancionan sin... intervención de otra autoridad... se 
tiene conocimiento público que entre familiares... tienen un conflicto agrario que 
al parecer los acusan de despojo de tierras de sus propios hermanos... el cual 
es antecedente del acta de acuerdos... del día 22 de febrero del presente año... 
aclarándose que esta autoridad tuvo asistencia en su momento como acompañante 
y observador de las mesas de diálogo, más no como Autoridad actuante...pero a la 
fecha persiste la problemática por la falta de voluntad de los señores AMA, 
PLIP, como de los familiares de los mismos... los habitantes hasta donde se 
sabe tomaron la decisión de desconocer de la comunidad a AMA, PLIP y otros 
familiares, se les prohibió regresar a la comunidad y se les prohibió introducir 
vehículos propios o desconocidos. En el mes de enero del presente año, PLIP al 
parecer ingresó con un vehículo desconocido al barrio de Bochilté y lo estacionó en 
la casa de su cuñado AMA, lo que generó más molestias de los habitantes de la 
comunidad por desobediencia a los acuerdos... la asamblea (sic) arrastró dicho 
vehículo hasta la Agencia Rural... las autoridades del barrio de Bochilté para evitar 
un conflicto más grave, solicitaron la intervención del Presidente Municipal y se 
estableció una mesa de diálogo integrada por el... Presidente Municipal, Síndico 
Municipal, Regidores... Delegado de Gobierno, en la cual estuvo presente el suscrito 
Juez como acompañante y observador pero no hubieron resultados 
satisfactorios por negativa de los desplazados PLIP, AMA y los demás 
familiares, [quienes] reaccionaron interponiendo quejas ante esa Comisión y 
denuncias ante el Ministerio Público en contra de las Autoridades Internas del barrio 
de Bochilté y en contra de algunos pasados o exautoridades, dándole otro matiz al 
conflicto, porque al parecer inventaron delitos... provocó más enojo de los 
habitantes... con fecha 21 de febrero del presente año, los habitantes del barrio 
de Bochilté retuvieron a AMA y un vehículo más... marca Nissan tipo Tsuru... 
con... alto volumen del estéreo, realizando actos inapropiados y... de provocación, lo 
que agravó más la problemática... el día 22 de febrero del presente año se 
estableció una Comisión Interinstitucional para el diálogo a efecto de buscar 
alternativas de solución... conformada... por el Presidente Municipal, Síndico 
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Municipal, Regidores... Delegado de Gobierno. Nuevamente el suscrito Juez 
participó como testigo de asistencia y observador; en esa fecha fue liberado 
AMA pero su vehículo quedó retenido, ya que dentro de los acuerdos tomados se 
comprometió a desistirse de las denuncias interpuestas en contra de las autoridades 
y exautoridades de la comunidad y su vehículo quedó en garantía. En esa fecha se 
levantó el Acta de Acuerdos que manifestaron los quejosos ante esa Comisión 
de Derechos Humanos... pero... lo que se percibió como observador en dicha 
mesa de diálogo [es que] en ningún momento se le obligó a AMA a firmar 
dicha acta... se acordó un segundo diálogo para el día 01 de marzo del presente 
año... AMA y demás familiares presentarían constancias de desistimiento a las 
demandas o denuncias interpuestas... se les exhortó a informar a la asamblea si 
regresaban a la comunidad o si se retiraban por su propia voluntad; la condición 
fue de que si se quedaban tenían que acatar los acuerdos internos y prestar 
sus servicios conforme a los acuerdos internos, usos y costumbres del mismo 
barrio.  Llegada la fecha 01 de marzo de 2016... presentes la Asamblea como la 
Comisión Interinstitucional de diálogo... no se presentó el señor AMA ni los demás 
familiares del mismo, por lo que no se pudo llevar a cabo el segundo diálogo... se 
estableció una nueva fecha, quedando para el día 14 de marzo del año en curso, 
comprometiéndose el Delegado de Gobierno Lic. MAOR a tener acercamiento con 
AMA y los demás involucrados a efectos de concientizarlos para que asistieran al 
diálogo... con fecha 14 de marzo del 2016... se llevó a cabo la última reunión en el 
barrio de Bochilté y tampoco asistió el señor AMA, por lo que fue la asamblea 
quien tomó la decisión de dar de baja definitiva a AMA, PLIP y demás 
familiares de los mismos, quedando expulsados en definitiva por falta de 
voluntad para dialogar... dichos vehículos fueron liberados y puestos a 
disposición del Ministerio Público el día 18 de abril del presente año. Hasta 
donde se puede observar la Asamblea del barrio de Bochilté ha invitado a las 
personas desplazadas para un diálogo a efecto de terminar con las diferencias que 
han tenido desde el 2013... pero ellos se han negado a participar en el diálogo... 
Derivado del desconocimiento y expulsión de estas personas y sus familiares, 
promovieron juicio de amparo ante el Juzgado Tercero de Distrito de Amparo y 
Juicios Federales con sede en la ciudad de Tuxtla Gutiérrez... por privación de 
derechos agrarios, desconocimiento y desposeimiento de tierras... al parecer existe 
una orden de ... aprehensión para 8 personas, librada por el Juzgado Penal del 
Distrito Judicial de San Cristóbal en contra de las Autoridades del barrio de Bochilté 
y Ex-autoridades del mismo barrio, como resultado de la denuncia presentada por 
AMA, PLIP y otros... parece ser que fue ejecutada en parte el día 9 de junio del 
presente año por la Policía Especializada... al ser detenido MTM y RPP (sic)... al 
parecer fue el último evento que hubo ya que a la fecha se desconoce si continúan 
las mesas de diálogo..." (Fojas 107-110).                       

 
----- 21.- En escrito de fecha 07 de diciembre del 2016, signado por los CC. NMM, 
AMA, PVV, PLIP, MMA, LPVH, NMA, MMG y SAT, en lo que interesa, 
manifestaron: 

“… Como agraviados manifestamos los daños que hemos sufrido como son: 
amenazas, golpes, a machetazos todas nuestras pertenencias (sic), que hemos 
logrado obtener a través del producto de nuestro trabajo, en varias ocasiones nos 
han metido en la cárcel del citado barrio de Bochilté injustamente sin delito alguno... 
por lo que no tenemos que realizar manifestación alguna de los informes de 
los CC. VV y MAOR, Juez de Paz y Conciliación Indígena y el Delegado de 
Gobierno, EL MOTIVO DE NUESTRA  PRESENTE Y ÚNICA QUEJA DE LAS 9 
FAMILIAS AGRAVIADAS, QUEREMOS QUE SE EJECUTE LA ORDEN DE 
APREHENSIÓN EMITIDA POR EL JUEZ DEL RAMO PENAL DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SAN CRISTÓBAL... DE FECHA 10 DE AGOSTO DE 2015, CON EL 
NÚMERO DE EXPEDIENTE 574/2015, QUE HASTA HOY EN DÍA EL FISCAL DEL 
MINISTERIO PÚBLICO JUNTO CON EL COMANDANTE DE LA POLICÍA 
ESPECIALIZADA NO HAN HECHO ABSOLUTAMENTE NADA. 
Ahora bien, de lo informado por la delegada de la Fiscalía se tiene el hecho que no 
se ha ejecutado la multicitada orden de aprehensión, YA QUE LAS AUTORIDADES 
ENCARGADAS DE LA EJECUCIÓN DE LA ORDEN DE APREHENSIÓN ESTÁN 
HACIENDO CASO OMISO, es por ello que venimos a quejarnos ante esta 
dependencia de los derechos humanos, por lo que solicitamos con el debido 
respeto... que se emita la recomendación correspondiente a la ejecución de 
dicha orden de aprehensión." (Foja 119). 
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----- 22.- En oficio DPDHZI/0264/2016, de fecha 13 de diciembre del 2016, la C. 
Lic. RHR, Delegada de Derechos Humanos Fiscalía de Justicia Indígena y Distrito 
Altos, remite diverso oficio 2427/CRZI/2016, de la misma fecha, a través del cual 
el C. VHHV, Agente de la Policía Especializada, adscrito a la Comandancia  
Regional Zona Indígena, en lo que interesa, informa: 

 “…el día 09 de junio de los corrientes (sic), se cumplimentó parcialmente la orden 
de aprehensión derivada del expediente penal número 574/2015, en contra de 
MTM, como probable responsable del delito de Robo con Violencia en agravio de 
AMA, MMA y PVV... 
Así mismo el suscrito ha tenido contacto personal y vía telefónica con la parte 
ofendida por medio del C. VAC, con número telefónico... quien se ostenta como 
abogado de los hoy agraviados, a quienes se les ha brindado la atención e 
información debida en todo momento, para el cumplimiento del Mandato Judicial 
antes mencionado. 
... en diferentes días y horarios del mes de marzo de 2016, personal de esta Policía 
Especializada, adscritos a la Comandancia Regional Zona Indígena, colocó puestos 
de control y vigilancia, en ambos sentidos sobre la carretera que lleva al barrio de 
Bochilté, del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, Chiapas; en 
diversos puntos carreteros que se encuentran antes y pasando dicho barrio, con la 
finalidad de identificar a los sindicados mencionados... dentro de los vehículos 
particulares y de servicio público de pasaje que transitan sobre dicha carretera, sin 
que se haya obtenido resultado positivo alguno.  
... los habitantes del barrio de Bochilté, no permiten el ingreso de ninguna 
Autoridad Policial del Estado, toda vez que se rigen por usos y costumbres. 
...en diversos días del mes de abril del año en curso, personal de esta Comandancia 
Regional Zona Indígena, implementó nuevamente puestos de control y vigilancia, en 
diferentes puntos del tramo carretero que conduce al barrio de Bochilté, municipio 
de Huixtán, Chiapas; con la finalidad de identificar a los sindicados... dentro de los 
vehículos particulares y de servicio de pasaje, que transitan sobre dicha carretera y 
dar debido cumplimiento al mandamiento judicial antes mencionado, sin que se 
haya obtenido resultado positivo alguno. Así mismo se contactó al C. NVV, Juez de 
Paz y Conciliación Indígena, a quien se le solicitó en vía de colaboración a esta 
Institución, para que localizara y presentara ante esta autoridad ejecutora a las 
personas sindicadas (sic) para dar debido cumplimiento a la orden de 
aprehensión, sin obtener resultado positivo. En el mes de mayo del presente año, se 
implementaron patrullajes preventivos y constantes en el tramo carretero Rancho 
Nuevo-Huixtán, con la finalidad de localizar a los CC. MCV, RPP, CMVV, MTM 
(sic), MVP, NMG, MVT Y MTM... sin obtener resultados positivos.  
Por lo antes expuesto el suscrito con personal a mi mando en diversos días y 
horarios del presente mes, continuamos implementando puestos de control y 
vigilancia en ambos sentidos sobre la carretera que lleva al barrio de Bochilté, del 
ejido Lázaro cárdenas Chilil, del municipio de Huixtán, Chiapas; con la finalidad de 
identificar a los sindicados en el expediente penal multicitado... sin que hasta el 
momento se hayan obtenido resultados positivos…” (Fojas 120-122). 

 
----- 23.- El día 13 de febrero del 2017, la C. Lic. ARMV, Visitadora Adjunta de la 
Cuarta Visitaduría General de la CNDH, remitió a este Organismo Local el escrito 
(escaneado) de fecha 3 de febrero del 2017, signado por los CC. MMG, NMA, 
PVV, NMM, PLIP, AMA, MMA, LPVH Y SAT (9 personas), originarios del barrio 
Bochilté del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, Chiapas; quienes, 
en lo que interesa, manifestaron lo siguiente: 

"... somos un grupo de personas de origen tsotsil... acudimos para expresar las 
violaciones cometidas en nuestras familias y en nuestras personas [,] ya que desde 
hace años con fecha 2013 venimos sufriendo cuando a mi hermanita la mandó a 
matar mi hermano [,] un accidente [,] lo cual hoy estamos seguros que así fue y no 
nos queda duda lo cual le hacemos mención a este organismo... todo lo que hemos 
sufrido y por lo cual ya no podemos más [,] hemos decidido quejarnos con la plena 
seguridad de que seremos escuchados por ustedes ya que por las demás 
dependencias ha sido imposible tener resultados [;] eso pasó así [,] la avientan de 
una camioneta porque ellos tenían toda la intención de matarla [,] que cuando 
estaba en el hospital agonizando [,] lo cual a las horas siguientes murió, le dije 
hermano vamos se está muriendo MLMG (Se deduce que es hermana de MMG, 
quien narra en este escrito) [,] lo cual me contestó ya voy a llegar [,] lo cual fue 
una mentira [;] esto pasó es (sic) porque ella ya estaba en una religión 
cristiana, visitaba a pastores y la visitaban a ella [,] lo cual nosotros nos dábamos 
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cuenta [;] todo esto lo hacía en (sic) escondidas; nosotros la defendíamos [.] Ese día 
que mi hermanita estaba agonizando, fue mi hijo Alejandro a pedir los papeles del 
seguro popular, pero al contrario [,] lo maltrató corriéndolo, diciéndole que no se 
metiera [,] y desapareció todos los papeles [,] tanto como (sic) personales así 
como los de sus tierras [;] recordamos con gran dolor [a] todos los que nos 
amenazaban en (sic) corrernos a cada rato [,] hasta que golpearon a mi hermana 
[,] le quebraron un brazo [,] el ojo morado [,] a mí me lastimaron mi pierna 
izquierda, también los problemas cada vez eran más, hasta que mataron a mi 
hermana, y nosotros expulsados; defender a mi hermana porque (sic) la amistad 
con gente de origen tseltal, todo porque mi nuera era (sic) de origen tseltal y el 
tener amistad con ellos o relación familiar era malo para ellos [;] muchas veces 
la corrieron por irme a visitar, le tiraban piedra hasta que una vez le llegó la piedra a 
mi nieto [,] lo cual (sic) le rompieron la cabeza [;] nos quejamos con el Juez de Paz 
y Conciliación Indígena, peor nos salía (sic) [.] Ellos buscaban la tierra donde 
vivía ella [;] recuerdo que mi hermana lloraba por las noches porque se 
quejaba de los abusos de mi hermano con (sic) [y de] toda la gente del barrio 
[,] porque ella [,] las cuales varias veces vieron mis hijas, un día mi hermano les dijo 
a los del barrio que habíamos ido con la familia a ver un pastor, entonces llegó un 
grupo de personas a regañarnos [,] a maltratarnos y a corrernos [;] ahí [es] donde 
empieza el problema también, siempre nos insultaban [,] nos despreciaban [,] con 
eso se pusieron peor las cosas [;] después un día quisimos hablar del terreno [,] 
pero ellos se pusieron más bravos y agresivos, nos golpearon y amarraron a 
mi hijo MMA todo el día sin comer, cortándonos la luz y llevaron el bastón con la 
llave de la manguera junto con el grupo de personas del barrio Bochilté, todo porque 
les empezamos a decir con todos mis familiares cómo quedaríamos con el 
terreno [,] ya que la casa de mis difuntos padres consta de una hectárea y yo 
sólo agarraría la mitad del terreno donde está ubicada mi casa [,] pero no [,] 
ellos son muy malos [,] siempre nos han maltratado [;] el grupo del barrio de 
Bochilté alambraron el sitio [,] siendo que está en mi certificado de derechos 
agrarios... mis hijos y unos vecinos me apoyaban [,] las cuales (sic) también 
los corrieron con todo y sus familiares de nombres NMA, AMM, MMA, SAT, 
PVV, PLIP, LPVH [.] Varias veces le pedimos al Comisariado Ejidal de Lázaro 
Cárdenas arregle el problema... Cabe mencionar que el ejido es Lázaro Cárdenas... 
Bochilté es sólo un barrio... Ese mismo día mandan a llamar con el policía de la 
comunidad a mi hermano [,] la cual ni caso hicieron [;] al contrario [,] volvieron a 
llegar a amenazarnos que si seguíamos nos iba a pasar lo mismo que a mi 
hermana [;] después en la fecha del 2 de octubre del 2013 se hizo una reunió la 
cual fue mal organizada y con toda la intención de golpearnos y maltratarnos, mi 
hermano... con un grupo con lujo de violencia se introdujeron a nuestro domicilio 
dejándonos encerrados sin comunicación con las demás calles con los que 
teníamos [comunicación] [,] con los señores que nos apoyaban M (sic) [,] PVV y 
PLIP [;] cuando nosotros cansados de tantas injusticias nos quejamos con 
varias dependencias nos cobraron una multa de $35,000.00 pesos y un año de 
policía (sic) [,] lo cual mis hijas/os me apoyaban para defender mis derechos [,] 
nos vuelven a golpear con leños y bañarnos con agua de (sic)[,] nuestros 
bultos de maíz en el suelo [,] pisoteado [,] gritándonos que nosotros por andar 
quejándonos y haciendo cultos religiosos [,] eso sería nuestro castigo [,] y 
que además nos expulsarían de la comunidad [;] ese día no aguantamos y 
gritamos [,] pedimos auxilio [,] fue que llegaron los vecinos ... más empeoró porque 
encarcelaron a mis compañeros y a mi otro hijo otra vez [,] ya nuestras fuerzas 
acababan [,] cada vez eran más humillaciones [.] Un día secuestraron a mi nieta, 
acudimos a Delegación de Gobierno, al Juez de Paz, a los Derechos Humanos, 
y no nos hicieron caso [.] Es imposible con esta gente, hasta que P nos ayudó a 
que nos la regresaran dando $15,000.00 pesos [,] la niña regresó toda enferma 
[.] En ese año seguíamos aguantando con nuestras familias por la necesidad y el 
cariño a nuestras tierras [,] ya que nosotros con nuestras mujeres vivimos de 
sembrar milpa, frijol y verdura [;] de eso vivíamos ahí en nuestro barrio desde que 
nacimos... Lo único que querían era sacarnos de ahí y el día 4 de octubre del 
2014, el grupo de agresores dirigido por NMG [,] mi hermano [,] y MTM, se 
metieron a mi casa [;] llamé a mis hijos para que me ayudaran [,] lo cual fue 
imposible [,] ya que ellos empezaron a machetear nuestros (tinacos) Rotoplas de las 
nueve familias que estábamos unidas [,] se dirigieron a las casas de todos y a 
marrazos [destruyeron] los tanques de agua [,] cortaron el agua y la luz [,] y no sólo 
eso [,] ahí mataron a nuestros animales, puercos, gallinas, perros, y luchábamos por 
nuestras cosas, las puertas rotas, ventanas quebradas [,] lo cual no podíamos [,] 
eran muchos y tenían machetes, armas de fuego, piedras, palos. 
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Nosotros resistíamos pero a los dos días fueron a la escuela de nuestros hijos... 
IGMV, MNMV, LMMV, PGIM, LAIM [,] todos ellos indefensos... los sacaron de la 
escuela primaria bilingüe Doroteo Arango [,]  a empujones, rompiéndoles su 
ropita, espantándolos, y sus útiles tirados [,] pisoteados [,] ellos lloraban y 
nosotros no pudimos hacer nada [;] estamos pasando momentos difíciles [,] los 
niños sin estudiar [,] sin aprender [,] y sin dinero [.] Llegaban apoyos a la 
comunidad y a nosotros no nos daban nada [,] a pesar de que la ayuda venía para 
nosotros [,] porque nuestros nombres estaban pero el Presidente Municipal no 
hacía nada [;] al contrario, los apoyaba porque decía que éramos 
desobedientes, que era para que aprendiéramos a no estar con el cristianismo 
[,] esa idea que les habían hecho llegar [,] y mucho menos que anduviéramos 
con tseltales [,] y además que éramos indígenas arrastrados [;] no bastando 
eso [,] mi hijo AMA [,] como a las seis lo llegaron a detener... golpeándolo [,] 
quebrándole las costillas [,] así como a mi mujer... a mis nietos y mi nuera [,] 
quedaron golpeados, heridos, maltratados [,] mientras que a mí me arrastraron, 
llevándome a la cárcel del barrio Bochilté [;] me quitaron las llaves de mi carro 
y se lo llevaron al salón de usos múltiples de dicho barrio [,] el cual le 
quebraron los cristales y una puerta la aplastaron... había comprado el carro con 
esfuerzo [,] no lo había terminado de pagar [,] llamaron con el que lo compró 
(sic) y se lo entregaron [,] lo cual hasta hoy no lo ha (sic) podido recuperar [,] en la 
cárcel del barrio me echaban agua fría y así estuve detenido. 
A los seis días ya fue imposible que siguiéramos ahí... porque llega un grupo a 
sacarnos con machetes, armas de fuego, palos y piedras... nos despojaron de 
nuestras cosas como estufa, licuadora, televisión, refrigerador, motosierra, molino, 
bombas de fumigar, modular, hacha, azadón, pala, carretas, carretilla, diablito, 
láminas, varillas de media, armex, alambre de púas, cama, que con tanto sacrificio 
compramos [,] quiero decir también a nombre de mi compañero que siempre me 
ayudó él [,] trabajaba en una constructora y quedó toda la herramienta que usaba [,] 
tonelada de varilla de 150 piezas, 200 kilos de alambrón [;] él ahorita padece (sic) 
reclamos de la constructora [,] porque ellos me dieron todo ese material a guardar [,] 
porque él es de Tuxtla, así como nuestras tierras y siembras que cultivábamos las 
acabaron [,] nuestras casitas destruidas de todos mis hijos e hijas [;] nos corrieron y 
ya no pudimos hacer nada [;] este 29 de febrero ya va a hacer un año que no 
podemos regresar a nuestras viviendas [;] sobrevivimos por ayuda de la gente en 
tres cuartos las nueve familias [,] en una situación pobre [,] apenas y nos sostienen 
tres padres de familia, lo cual quiero decir que nosotros siempre cumplíamos 
con lo que pedía la comunidad [,] lo cual tenemos como comprobarlo [,] tenemos 
los pagos de los servicios, es por eso que acudimos a esta Comisión... porque no 
es justo que por cuestión de religiones, nuestra descendencia y propiedades 
(sic) [,] no podamos regresar a casa, pues no nos dejan en paz donde vivimos 
hoy en día [,] nos han mandado a decir que nos van a secuestrar si no nos 
quedamos quietos [,] incluso en varias ocasiones van viniendo en su 
camioneta con el grupo a buscarnos [,] nosotros nos escondemos por temor 
[,] ya nos corrieron dos veces de donde vivimos porque los (sic) han ido a 
amenazar que si nos tienen (sic) ahí quemarán sus casas (sic)... las 
autoridades no han hecho nada y seguimos igual... presentamos una demanda 
en el Tribunal Agrario hace una semana [,] lo cual ya se enteraron [,] es por 
eso que nos están amenazando más... " (Fojas 138-141).                             
 

----- 23.1.- Al anterior escrito, los quejosos agregaron "Relación de los despojados 

del barrio de Bochilté, municipio de Huixtán, Chiapas"; a saber: 

01.- Pedro Vázquez Vázquez.                        51                                              Tsotsil. 

02.- Rosa Gómez Gómez.                               19                                                    " 

03.- Hadasha Esther Vázquez Gómez.           10 meses                                         " 

 

04.- Miguel Martínez Gómez.                         68                                                     " 

05.- María Álvarez Álvarez.                              56                                                    "  

06.- Lucía Martínez Álvarez.                             44                                                    " 

07.- Micaela Martínez Álvarez.                         41                                                   " 

08.- Rosa Estela Martínez Álvarez.                  33                                                    " 

 

09.- Alejandro Martínez Álvarez.                   37                                                     " 

10.- Lidia Madeli Ton López.                            22                                                     " 
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11.- Cristel Anahí Martínez Ton.                        3                                                     " 

12.- Alan Joel Martínez Ton.                              2                                                     " 

 

13.- Nicolás Martínez Martínez.                      53                                            Tsotsil.         

14.- Manuela Hernández Gómez.                     29                                            Tseltal. 

15.- Brenda Martínez Hernández.                     10                                                 

16.- Nicolás Hernández Hernández (sic).         8 

17.- Mauricio Martínez Hernández.                  6 

 

18.- Pedro Lorenzo Ico Pale.                           38                                           Tsotsil.  

19.- Gloria Martínez Álvarez.                             38                                                " 

20.- Alejandra Isabel Ico Martínez.                    16                                                " 

21.- Luis Eduardo Ico Martínez.                         14                                                " 

22.- Pedro Gabriel Ico Martínez.                        11                                                " 

23.- Leydi Aracely Ico Martínez.                          9                                                 " 

 

24.- Sebastián Álvarez Ton.                             24                                                " 

25.- Micaela Huet Martínez.                                20                                                " 

26.- Maribela Álvarez Huet.                                  6                                                 " 

27.- Nicolás Álvarez Huet.                                     4                                                " 

 

28.- Nicolás Martínez Álvarez.                           44                                                " 

29.- Micaela Vázquez Moshán.                            43                                                " 

30.- Laura Leticia Martínez Vázquez.                                                                       " 

31.- Carlos Daniel Martínez Vázquez.                                                                       " 

32.- Mónica Teresa Martínez Vázquez.                                                                     " 

33.- Irma Guadalupe Martínez Vázquez.                                                                   " 

34.- Mauricio Nicolás Martínez Vázquez.                                                                   " 

35.- Lidia Marisol Martínez Vázquez.                                                                         " 

 

36.- Ludwing Pedro Vázquez Hernández.      25                                                    " 
37.- Victoria Lucía Bolom Ceverino.                  25                                                     " 
 
38.- Miguel Martínez Álvarez.                           35                                                    "   
39.- Blanca Estela Pérez Ruiz.                            28                                                   " 
40.- Ariadne María Martínez Pérez.                   6                                                       "  
(Fojas 142-143). 
              

----- 23.2.- Por lo anterior, en oficios de fecha 13 de febrero del 2017, se emitieron 
las Medidas Precautorias CEDH/MP/001/2017 y CEDH/002/2017, al C. 
Subsecretario de Gobierno Región V Altos, Tsotsil-Tseltal y al C. Secretario de 
Seguridad y Protección Ciudadana. Al Primero, para que, a fin de evitar la 
consumación de violaciones a derechos humanos, de difícil o imposible 
reparación, se efectuaran o solicitaran a las autoridades correspondientes, todas 
aquellas diligencias necesarias y eficaces para garantizar la libertad, la integridad 
física y aún la vida de los quejosos. Al segundo, a fin de que se efectuaran todas 
aquellas diligencias necesarias y eficaces para garantizarles la libertad, la 
integridad física y aún la vida. (Fojas 145-155). 
 
----- 23.3.- En fecha 9 de marzo del 2017, se recibieron en este organismo dos 
escritos sin fecha, signados por los CC. PVV, AMA, MMG, NMM, NMA, PLIP, 
MMA, SAT y LPVH (9 personas),  quienes en síntesis, en lo que interesa, 
manifestaron: 

"... el día miércoles 01 de marzo recibí una llamada de la Lic. ÉPR... de la 
Subsecretaría de Gobierno del Estado, indicándome que teníamos que 
presentarnos en la Subdelegación de Gobierno local de la ciudad de San Cristóbal 
el día viernes 03 de marzo a las 10:00 de la mañana, motivo por el cual les avisé a 
mis compañeros así como a nuestra representante para asistir a la reunión... 
nos presentamos... nos indicó la secretaria que por órdenes del Subdelegado (sic) 
Lic. PGG, que pasáramos pero solos, sin la representante... dijimos que no porque 
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para eso estaba ella, para escuchar y participar en dicha plática; posteriormente 
fue llamada nuestra representante y el Lic. (sic) en forma grosera y prepotente le 
dijo que no, que ella no estaría... nos fuimos muy molestos porque vemos de nuevo 
la vulneración de nuestros derechos humanos... ahora ni siquiera tenemos 
derecho a que nos asista una representante, ya que nosotros no tenemos el 
entendimiento, y aún así lo tuviéramos, eso no significa que no tengamos 
derecho a un representante..." (Fojas 157-158). 
"... las medidas de protección que ustedes instruyeron para las familias 
desplazadas, fueron realizadas hasta el día 24 de febrero del 2017, además que 
estamos sufriendo hambre, frío, una situación económica precaria, ya que al 
ser corridos de nuestra comunidad nos hemos quedado sin sustento para 
subsistir..." (Fojas 160-161).        

 
----- 23.4.- En acta circunstanciada de fecha 14 de marzo del 2017, personal 
fedatario de este organismo entabló comunicación telefónica con quien dijo ser 
representante de los quejosos, Lic. JKAG, a quien se le informó que el expediente 
de queja está siendo analizado para determinarlo conforme a derecho proceda. 
(Foja 162).  
 
----- 24.- En oficio SSPC/UPPDHAV/199/2017, de fecha 14 de marzo del 2017, el 
C. Lic. JFMK, Jefe de la Unidad de Protección y Promoción de los Derechos 
Humanos y Atención a Víctimas, de la SSyPC, informa que continúa con la 
implementación de la Medida Precautoria solicitada, realizando patrullajes 
preventivos en los domicilios de los desplazados. (Fojas 163-168).  
Asimismo, en oficio SSG/SSGRVAT-T/132/2017, de fecha 06 de marzo del 2017, 
el C. Lic. PGG, Subsecretario de Gobierno Región V Altos Tsotsil-Tseltal, 
manifiesta que en su diverso oficio SGG/SSGRVAT-T/072/2017, de fecha 13 de 
febrero del 2017, requirió al Subsecretario de Asuntos Jurídicos la implementación 
de la Medida Precautoria solicitada, a través de la Policía Estatal Preventiva, 
informando además, en lo que interesa, lo siguiente: 

"... las familias hoy desplazadas, siempre mantuvieron la postura de no pagar 
ninguna multa y eligieron la vía jurídica (ejecución de órdenes de aprehensión. 
... el 11 de noviembre del año 2014, se llevó a cabo reunión de trabajo entre las 
partes, que [en] ese momento manifestaron la disposición de continuar con el 
diálogo, sin embargo no llegaron a acuerdos sustanciales... 
El 18 de diciembre de 2014, se llevó a cabo reunión de trabajo en la cancha de 
basquetbol del barrio arriba citado... de la cual se suscribió acta circunstanciada en 
la que se hizo constar lo siguiente: 
UNO: Para la atención de este conflicto se estableció fecha de diálogo el día 18 de 
diciembre de 2014, se invitó a las partes en conflicto, mediante los oficios... dirigidos 
a los CC. AMA y MMG, quienes representan a las 9 familias, mismos que no 
asistieron a la reunión, sin embargo, enviaron un escrito de fecha 17 de diciembre 
de ese año... a esta Subsecretaría de Gobierno, donde manifestaron que no 
estaban de acuerdo con el lugar de la reunión por temor a su integridad física. 
DOS: La Comisión de Gobierno Estatal y Municipal fue recibida por las autoridades 
y habitantes del barrio de Bochilté de manera respetuosa y se desarrolló la 
asamblea general, donde cada habitante dio su opinión sobre la problemática de 
manera tranquila, dentro de los (sic) cuales se destaca que es falso que las 9 
familias tienen vivienda en dicho barrio y que únicamente 5 de ellas cuentan 
con viviendas. en el desarrollo de la asamblea también manifestaron los habitantes 
que las autoridades del mismo, citaron en 3 ocasiones a los supuestos expulsados, 
sin que se presentaran. Asimismo, manifestaron su voluntad de resolver 
pacíficamente esta problemática, por lo que pidieron que toda reunión de 
conciliación se llevara a cabo en el barrio mediante asamblea, y se comprometieron 
en garantizar la seguridad e integridad física de las 9 personas que representan a 
igual número de familias y de los funcionarios de Gobierno Estatal y Municipal. 
TRES: Los habitantes manifestaron que por acuerdo de asamblea general del barrio 
Bochilté, decidieron cortar los servicios de agua a 5 domicilios, todos por no 
colaborar en trabajos comunitarios y porque no quieren cooperar para el 
barrio.  
El 29 de diciembre del año 2014, de nueva cuenta se realizó Asamblea General de 
habitantes del barrio Bochilté y los que se consideran desplazados otra vez no 
asistieron... 
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El 24 de febrero de 2015, esta Subsecretaría representada por la Delegación de 
Gobierno Huixtán, atendió a las autoridades del barrio Bochilté municipio de 
Huixtán, quienes informaron que habían retenido al C. NMM, ya que éste entró a 
su casa a sacar material de construcción, a pesar de que no tiene autorización para 
ingresar al citado barrio, ya que es una de las personas que tiene problemas por 
incumplir con sus deberes comunitarios, habiendo renunciado por voluntad 
propia a sus derechos en la comunidad; por ello las autoridades al ver que 
estaba sacando material de su domicilio lo retuvieron (sic) y lo llevaron a la escuela 
de la comunidad; posteriormente las autoridades le preguntaron que si regresaría 
definitivamente cumpliendo con las condiciones que se le habían impuesto, 
respondiendo negativamente, por lo que lo ingresaron a la cárcel... 
El 11 de marzo de 2015, se llevó a cabo reunión en el Juzgado de Paz y 
Conciliación Indígena, en la que participaron esta Subsecretaría de Gobierno, 
Delegado de Gobierno de Huixtán, Visitador Adjunto de la Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos; Prof. WMPB, Presidente Municipal de Huixtán en ese 
entonces; Síndico Municipal; Segundo, Tercer y Quinto Regidor; Presidente del 
Comisariado Ejidal, Consejo de Vigilancia, Agente Auxiliar, Comité de Educación y 5 
de las 9 familias inconformes, suscribiéndose minuta de trabajo en la que se 
asentó lo siguiente: 
...en su participación las autoridades del barrio Bochilté expresaron y expusieron 
ante los funcionarios de Gobierno, los antecedentes que originaron en su momento 
el conflicto social con el grupo de personas del mismo barrio, argumentando que las 
personas involucradas en el conflicto no quieren entrar en acuerdos internos del 
barrio, como ocupar cargos comunales y pago de cooperaciones por trabajos 
comunitarios. Una vez participado y expresado el sentir de ambas partes, dejaron 
claro que tienen capacidad y facultad de tomar decisiones para darle solución a este 
conflicto, asimismo, a cuenta de las personas que no hicieron presencia en este día. 
Después de un largo diálogo y participación de ambas partes, ante la mediación de 
los funcionarios de Gobierno del Estado, Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos (sic), Autoridades Municipales y Ejidales, con el fin de garantizar la paz 
social, la convivencia entre los mismos habitantes del barrio, reiteraron su invitación 
para que de manera pacífica y con ánimo de darle solución a este problema 
tomarán acuerdos y entrarán en razón para beneficio de la comunidad. Cabe 
mencionar, que la parte inconforme aceptó regresar a radicar al barrio Bochilté 
propuso el pago de $500.00 quinientos por familia, sin incluir los daños que 
les fueron causados, sin embrago esta propuesta no fue aceptada por las 
autoridades y habitantes de la citada localidad, quienes pidieron la cantidad de 
$60,000.00 sesenta mil pesos por familia, para recuperar gastos de pasaje, 
trabajos, entre otros. Después de escuchar las propuestas, la parte inconforme 
aceptó pagar la cantidad de $1,000.00 mil pesos por familia, propuesta que la 
comunidad también rechazó, disminuyendo la cooperación solicitada a cada 
uno de los desplazados en $55,000.00 cincuenticinco mil pesos cada familia... 
Asimismo, como se ha demostrado, esta Subsecretaría convocó en diversas 
ocasiones a reuniones de trabajo en la comunidad de Bochilté y Ayuntamiento 
Municipal, pero los CC. NMM, PVV, PLIP, NMA y AMA, demostraron falta de 
voluntad para llegar a un arreglo concertado por la vía del diálogo. 
Actualmente los CC. NMM, PVV, PLIP, NMA y AMA, solicitan a esta instancia mesa 
de diálogo, sin embargo como en los hechos se ha demostrado, era esta la vía 
correcta para dirimir esta controversia, posterior a la detención de las 
autoridades del barrio Bochilté, estos han fijado su postura de no aceptar 

alguna reunión para tratar este tema..." (Fojas 170- 190).               
   
III.- SITUACIÓN JURÍDICA. 
 
----- 25.- En su escrito de queja inicial de fecha 7 de marzo del 2016, así como en 
escrito de fecha 3 de febrero del 2017, los quejosos, quienes se autoidentifican 
como tsotsiles, se duelen de que, desde fechas octubre y diciembre de 2013 
habían venido siendo objeto de abusos por parte de las autoridades comunitarias 
y pobladores del barrio Bochilté del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de 
Huixtán, Chiapas, en contubernio con el señor NMG; tales como privación ilegal de 
la libertad, robo con violencia, daños y amenazas, imposición de multas excesivas; 
tratos crueles, inhumanos y degradantes, tanto a los adultos como a los niños al 
ser expulsados de la escuela; el secuestro de la nieta del señor MIGUEL 
MARTÍNEZ GÓMEZ por el que se tuvo que pagar la cantidad de $15,000.00 
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pesos, así como la expulsión definitiva, de los ahora desplazados, del barrio 
Bochilté en fecha 24 de febrero del 2016.   
 
----- 26.- También manifiestan que como dichos abusos no cesaban, se vieron 
obligados a iniciar Averiguación Previa 426/IN7A-T2/2014 en el mes de octubre de 
2014, en la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena de San Cristóbal de Las 
Casas, Chiapas, en la cual se ejercitó acción penal en contra de los acusados CC. 
NMG, MVT, MVP, MTM, MCV, CMVV, RPP y quien o quienes resulten 
responsables, por los delitos de PRIVACIÓN ILEGAL DE LA LIBERTAD, ROBO 
CON VIOLENCIA, ABUSO DE AUTORIDAD, DAÑOS, AMENAZAS Y LOS QUE 
RESULTEN. 
  
----- 27.- Por lo anterior, en oficio 918/2015 de fecha 10 de agosto del 2015, el 
Juez del Ramo Penal del Distrito Judicial de San Cristóbal, en el Expediente 
Penal 574/2015, libró orden de aprehensión en contra de MCV, RPP, CMVV, 
MTM, MVP, NMG, MVT y MTM (8 personas), como probables responsables de la 
comisión del delito de ROBO EJECUTADO CON VIOLENCIA, cometido en 
agravio de AMA, MMA y PVV, hechos ocurridos en el barrio Bochilté, del ejido 
Lázaro Cárdenas Chilil, del municipio de Huixtán, Chiapas. Mandamiento Judicial 
de cuyo incumplimiento se duelen los quejosos, y que sólo ha sido 
cumplimentado por la Policía Especializada respeto a  MTM, quien en oficio 
1076/CRZI/2016, de fecha 09 de junio del 2016, con sello de recibido a las 
12:40 horas del mismo día, fue puesto a disposición del Juez del Ramo Penal del 
Distrito Judicial de San Cristóbal, en calidad de DETENIDO y RECLUIDO en el 
CERSS N° 5, como probable responsable del delito de ROBO EJECUTADO CON 
VIOLENCIA, cometido en agravio de AMA, MMA y PVV.  
 
----- 28.- En escrito de fecha 3  de febrero del  2017, que suscriben todos los 9 
jefes de familia, desplazados, pero que narra específicamente el señor MMG, 
manifiesta que sus problemas iniciaron desde que en el 2013 su hermano NMG 
mandó a matar a la hermana de ambos, MLMG, a quien exponía al maltrato 
de la comunidad por practicar ésta una religión cristiana, para quedarse con 
las tierras donde ella vivía; por la discriminación a su nuera MHG, por ser 
Tseltal; además de que "la casa de sus difuntos padres constante de una 
hectárea, de la cual él sólo agarraría la mitad del terreno donde está ubicada 
su casa", siempre que le preguntaba a su hermano cómo quedarían con el 
terreno, comenzaban las agresiones.  Que un día secuestraron a su nieta, y 
para que la regresaran tuvo que pagar la cantidad de $15,000.00 pesos, la 
niña regresó toda enferma; fueron a la escuela de sus hijos IGMV, MNMV, 
LMMV, PGIM, LAIM, los sacaron de la escuela primaria bilingüe Doroteo 
Arango, a empujones, rompiéndoles su ropita, espantándolos, les tiraron sus 
útiles y los pisotearon, los niños lloraban y ellos no pudieron hacer nada. 
Además de que siempre cumplían con lo que pedía la comunidad. Que 
cuando cansados de tantas injusticias se quejaron con varias dependencias 
les cobraron una multa de $35,000.00 pesos y un año de policía, los 
volvieron a golpear con leños y bañar con agua, les tiraron su maíz, 
gritándoles que por andar quejándose y haciendo cultos religiosos, eso sería 
su castigo, y que además los expulsarían de la comunidad. Que llegaban 
apoyos a la comunidad y a ellos no les daban nada, a pesar de que sus 
nombres estaban en las listas, pero el Presidente Municipal no hacía nada; al 
contrario, apoyaba al otro grupo porque decía que los quejosos eran 
desobedientes, que era para que aprendieran a no estar con el cristianismo, 
y mucho menos que anduvieran con tseltales, que eran indígenas 
arrastrados. 
 
----- 29.- De lo antes expuesto se deducen, en agravio de los desplazados, 
sustancialmente violaciones a los derechos de no discriminación, de los niños/as, 
derecho a la educación, libertad de tránsito y de residencia, seguridad pública, 
derecho a la integridad física, libertad de culto y acceso a la justicia, contenidos en 
los artículos 1° último párrafo, 3°, 4°, 11, 21, 22, 24 y 17 constitucionales, en 
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relación con el artículo 1° de la misma Carta Magna; como se analiza en el 
siguiente capítulo.  
 
IV.- OBSERVACIONES. 
 
----- 30.- Deber de respeto y garantía de los derechos Humanos. 
Como principios rectores de los Derechos Humanos, la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en sus artículos 1 y 2, dispone que los Estados tienen 
la obligación de respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y la 
obligación garantizar su libre y pleno ejercicio; y si ellos no estuvieren ya 
garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter, se comprometen a 
adoptar las medidas legislativas para hacerlos efectivos. 1Por su parte,  el artículo 
1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en sus tres 
primeros párrafos, señala: 

"En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 
condiciones que esta Constitución establece. 
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protección más amplia. 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley. [...]" 2 

 

----- 30.1.- Con fundamento en tales dispositivos de la CADH, el Estado está 
obligado a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a organizar el 
poder público para garantizar a las personas bajo su jurisdicción el libre y pleno 
ejercicio de los derechos humanos. Según las reglas del derecho de la 
responsabilidad internacional del Estado aplicables en el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos, la acción u omisión de cualquier autoridad pública, 
independientemente de su jerarquía, constituye un hecho imputable al Estado que 
compromete su responsabilidad en los términos previstos por la Convención 
Americana3. La obligación del Estado en el sentido de respetar los derechos 
convencionalmente garantizados se impone independientemente de que los 
responsables de las violaciones de estos derechos sean agentes del poder 
público, particulares, o grupos de ellos, ya que según las reglas del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, la acción u omisión de cualquier 
autoridad pública constituye un hecho imputable al Estado que compromete su 
responsabilidad en los términos previstos por la misma Convención.4 La 
responsabilidad estatal puede surgir cuando un órgano o funcionario del Estado o 
de una institución de carácter público afecte indebidamente, por acción u omisión, 
algunos de los bienes jurídicos protegidos por la Convención Americana. También 
puede provenir de actos realizados por particulares, como ocurre cuando el 
Estado omite prevenir o impedir conductas de terceros que vulneren los 
referidos bienes jurídicos. 5 
 

                                                           
1 Convención Americana sobre Derechos Humanos ("Pacto de San José de Costa Rica). P. 284. Compilación Instrumentos 

Internacionales de Derechos Humanos 2003, CNDH.  
2 CPEUM. Última reforma publicada en el D.O.F. el 24-02-2017. 
3 Caso Tribunal Constitucional vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71; 

Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70. 
4 Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 

junio de 2003. Serie C No. 99; Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros Vs. Guatemala). Fondo. Sentencia de 8 
de marzo de 1998. Serie C No. 37. 
5 Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2007. Serie C 

No. 171. 
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----- 31.- Ahora bien, respecto a la inejecución de la orden de aprehensión, de 
la que se duelen los quejosos, emitida el 10 de agosto del 2015, por el Juez del 
Ramo Penal del Distrito Judicial de San Cristóbal, en el Expediente Penal 
574/2015, en contra de MCV, RPP, CMVV, MTM, MVP, NMG, MVT y MTM (8 
personas), como probables responsables de la comisión del delito de ROBO 
EJECUTADO CON VIOLENCIA, cometido en agravio de AMA, MMA y PVV, 
hechos ocurridos en el barrio Bochilté, del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, del 
municipio de Huixtán, Chiapas; mandamiento Judicial que sólo ha sido 
cumplimentado por la Policía Especializada respeto a  MTM, quien en oficio 
1076/CRZI/2016, de fecha 09 de junio del 2016, con sello de recibido a las 
12:40 horas del mismo día, fue puesto a disposición del Juez del Ramo Penal del 
Distrito Judicial de San Cristóbal, por la Policía Especializada, en calidad de 
DETENIDO y RECLUIDO en el CERSS N° 5, de San Cristóbal de Las Casas, 
Chiapas. Por lo tanto, a la fecha se encuentra pendiente de ejecutarse respecto a 
MCV, RPP, CMVV, MVP, NMG, MVT y MTM (7 personas); ya que la posterior 
soltura de MTM, no resulta imputable a elementos de la Policía Especializada. 
 
----- 31.1.- En informe que rinde en oficio SCP/209/2016, de fecha 31 de marzo del 
2016, el C. Lic. GML, encargado de la Subdirección de Control de Procesos de la 
Fiscalía Especializada en Justicia Indígena, manifiesta que: "la orden de 

aprehensión emitida en oficio 918/2015 de fecha 10 de agosto del 2015, en la causa 
penal 574/2015 del Juzgado del Ramo Penal de San Cristóbal, derivada de la 
Averiguación Previa 426/IN7A-T2/2014, por el delito de Robo Ejecutado con Violencia, 
en agravio de AMA, MMA y PVV; mediante oficio SCP/916/2015, de fecha 29 de agosto 
del 2015, fue remitida al Comandante Regional Zona Indígena, para efectos de 
cumplimentarla, toda vez que con fundamento en el artículo 40 fracción II de la Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado y los artículos 99 párrafo 
primero y 100 apartado B) fracción II del Reglamento de la citada ley, es quien cuenta 
con dicha facultad; sin embargo, hasta el momento el mandamiento judicial se 
encuentra vigente y pendiente de ejecutar." 

 
----- 31.2.- El artículo 40 fracción II de la Ley Orgánica de la Procuraduría General 
de Justicia del Estado, dispone:   

"Artículo 40.- Conforme a las instrucciones que en cada caso dicte el Fiscal del 
Ministerio Público, la Policía podrá (sic): 
[...] 
II. Atender a los mandamientos que hagan las autoridades jurisdiccionales, 
conforme a los protocolos de actuación policial. 

Por su parte, el Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Chiapas, en el numeral 99, primer párrafo, señala:  

"Artículo 99.- La Policía Especializada, como órgano sustantivo auxiliar directo del 
Ministerio Público en el Estado, lleva a cabo la investigación de los delitos del 
orden común, bajo el mando y conducción jurídica de éste, coordina, opera, 
analiza y optimiza el desarrollo de las investigaciones, así como el cumplimiento 
de mandamientos judiciales y ministeriales para fortalecer y hacer eficiente la 
procuración de justicia en la Entidad." 

Además, el Artículo 100, aparatado B) fracción II, del mismo Reglamento, dice:  
"Artículo 100.- La Dirección General de la Policía Especializada, será competente: 
[...] 
B. En Materia de Reacción: 
[...] 
II. Atender los mandamientos judiciales y ministeriales, que por conducto de los 
Fiscales del Ministerio Público le sean requeridos para su cumplimiento de 
conformidad con las leyes aplicables." [...] 

 
----- 32.- En cuanto a las limitaciones esgrimidas por la Policía Especializada en el 
cumplimiento del mandato aprehensorio, en oficio 527/CRZI/2016, de fecha 1° de 
abril del 2016, el C. Lic. JNPA, Comandante Regional Zona Indígena de la Policía 
Especializada, sobre las acciones implementadas para la ejecución de la orden de 
aprehensión deducida del citado Expediente Penal 574/2015, en síntesis, informa 
que: "con personal a su mando en diferentes días y horarios, han colocado puestos de 

control y vigilancia, en ambos sentidos de la carretera que lleva al barrio de Bochilté, del 
ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, Chiapas, con la finalidad de 
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cumplimentar la orden judicial de captura, sin que hasta el momento hayan obtenido 

resultados positivos." Argumentando además que "no es posible su ingreso a dicho 

barrio para ejecutar el mandamiento judicial, ya que los habitantes de ese lugar son 
sumamente agresivos, quienes al percatarse de su presencia han sido agredidos con 
piedras, ya que no permiten el ingreso a ninguna autoridad del estado, porque se 
rigen por usos y costumbres; además de que ha solicitado al Juez de Paz y 
Conciliación Indígena del municipio de Huixtán, para que localice y presente (sic) ante 

esa autoridad ejecutora a las personas sindicadas."  Ya en oficio 1076/CRZI/2016, 
de fecha 09 de junio del 2016, con sello de recibido a las 12:40 horas del 
mismo día, los CC. RLA y JERC, Agentes de la Policía Especializada adscritos a 
la Comandancia Regional Zona Indígena, pusieron a disposición del Juez del 
Ramo Penal del Distrito Judicial de San Cristóbal, a MTM, en calidad de 
DETENIDO y RECLUIDO en el CERSS N° 5, como probable responsable del 
delito de ROBO EJECUTADO CON VIOLENCIA, cometido en agravio de AMA, 
MMA y PVV.  Por otra parte, en oficio 1773/CRZI/2016, de fecha 8 de septiembre 
del 2016, el C. Lic. JAOR, Jefe de Grupo de la Policía Especializada, encargado 
de la Comandancia Regional Zona Indígena de la Policía Especializada, al 
contradecir la manifestación de los quejosos AMA, MMA y MMG, quienes 
afirmaron que MTM se encuentra libre; aquel expuso que la autoridad ejecutora le 

dio el debido cumplimiento a la orden de aprehensión en contra de MTM 
desconociendo bajo qué términos legales dejaron en libertad a la persona antes 

mencionada. En oficio 2233/CRZI/2016, de 9 de noviembre del 2016, el C. VHHV, 
Agente de la Policía Especializada adscrito a la Comandancia  Regional Zona 
Indígena, refiere haberse comunicado vía telefónica con el C. NVV, Juez de Paz y 

Conciliación Indígena de Huixtán, Chiapas; con la finalidad de solicitarle apoyo para que 
con personal a su mando pudiera ingresar al barrio de Bochilté, del ejido Lázaro Cárdenas 
Chilil, del municipio de Huixtán, Chiapas; manifestándole aquél que no es posible su 
ingreso toda vez que no lo permiten, ya que SE RIGEN POR USOS Y COSTUMBRES 
y que la sola presencia de la Policía Especializada podría generar un conflicto de 

difícil o imposible reparación. En oficio 2427/CRZI/2016, de fecha 13 de diciembre 
del 2016, el C. VHHV, Agente de la Policía Especializada, adscrito a la 
Comandancia  Regional Zona Indígena, en síntesis informa que en los meses de 
marzo, abril y mayo de ese año se habían implementado patrullajes preventivos y 

constantes en el tramo carretero Rancho Nuevo-Huixtán, con la finalidad de localizar a 
los CC. MCV, RPP, CMVV, MTM (sic), MVP, NMG, MAVT Y MTM, sin obtener resultados 

positivos.  
 

----- 32.1.- En síntesis, respecto a la inejecución del mandato judicial multicitado, la 
Policía Especializada argumenta que no pueden constituirse en el barrio Bochilté 
del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, Chiapa, para llevar a cabo 
la búsqueda y localización de los imputados, porque los pobladores del ejido son 
muy agresivos, se rigen por usos y costumbres, limitándose a poner puestos de 
control y vigilancia, en ambos sentidos de la carretera que lleva al barrio de 
Bochilté, con la finalidad de cumplimentar la orden judicial de captura, sin que 
hasta el momento hayan obtenido resultados positivos.  Por su parte los quejosos 
afirman que en diversas ocasiones que se han constituido en las oficinas de la 
Policía Especializada adscrita a la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena, les 
han manifestado que ellos (la Policía Especializada) no pueden ejecutar la orden 

de aprehensión sin el consentimiento del Fiscal; afirmación esta que no ha sido 
contradicha por la autoridad responsable; por lo que piden que el Contralor Interno 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado, inicie procedimiento 
administrativo a los servidores públicos encargados de la ejecución del mandato 
judicial que han soslayado su cumplimiento. 
 
----- 32.2.- Continuando con la argumentación de la Policía Especializada de que 
no pueden ejecutar el mandato judicial porque los habitantes del barrio Bochilté, 
del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, se rigen por usos y 
costumbres, resulta pertinente aclarar que, de la lectura del artículo 2º de la 
CPEUM se desprenden una serie de fundamentos legales y derechos que 
delinean el modelo jurídico pluricultural que perfila nuestra constitución en 
coherencia con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos; entre ellos el 
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derecho a  aplicar sus propios sistemas normativos. La CPEUM reconoce la 
existencia de sistemas normativos internos, aunque también los llama “usos y 
costumbres”, los cuales resultan necesarios para definir la organización política, 
económica, jurídica, social y cultural interna, pero también para la resolución de 
sus conflictos internos y para la elección de sus propias autoridades. El Convenio 
169 de la OIT también reconoce la existencia del derecho consuetudinario de 
los pueblos. Aunque hay un uso indistinto de estos conceptos (sistemas 
normativos internos, usos y costumbres y derecho consuetudinario), en 
términos generales hacen referencia a lo mismo, es decir, a la posibilidad colectiva 
de los pueblos y comunidades indígenas de crear “derecho” y que éste sea 
reconocido y respetado por las instituciones públicas, siempre y cuando se 
ejerza respetando los principios generales de la CPEUM y los derechos 
humanos. Al efecto, la Ley de Derechos y Cultura (sic) Indígenas del Estado de 
Chiapas, en el artículo 11 señala que: "Con las modalidades que se establecen en 

este capítulo y en las leyes respectivas, los usos, costumbres y tradiciones ancestrales de 
las comunidades indígenas constituyen la base fundamental para la resolución de sus 
controversias. Dichos usos, costumbres y tradiciones se distinguen por características y 
particularidades propias de cada comunidad indígena y tendrán aplicación dentro de los 
límites de su hábitat, siempre que no constituyan violaciones a los derechos 
humanos." 
Lo anterior, salvo en los casos (sic) en que la solución no considere la perspectiva de 
género, afecte la dignidad de las personas, el interés superior de los niños y las 
niñas o del derecho a una vida libre de violencia hacia la mujer, así como en tratándose 
de los delitos previstos para prisión preventiva oficiosa en la legislación aplicable." 

[Dicho sea de paso, la redacción de este segundo párrafo es equívoca en relación 
con el primero].  
 
----- 32.3.- En íntima relación con el tema de los usos y costumbres indígenas, 
como lo ha señalado la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, la libre determinación de los pueblos indígenas no puede poner en 
riesgo la unidad nacional, pero sí implica “la posibilidad de elegir libremente su 

situación dentro del estado mexicano, que no conduce a su disolución, sino al 
reconocimiento del derecho fundamental de los pueblos que lo componen para determinar 

su suerte, siempre y cuando se preserve la unidad nacional”. Es decir, que la 
autonomía indígena está acotada a que no se ponga en riesgo la unidad nacional, 
pero fuera de esta situación, tienen el derecho fundamental de autodeterminarse. 
Aunque es claro que el concepto de libre determinación de los pueblos 
indígenas no tiene los mismos alcances que recibe en el derecho internacional de 
los Estados, es importante señalar que la Carta de la Organización de las 
Naciones Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 
el de Derechos Sociales y Culturales y algunas resoluciones de la Asamblea 
General de Naciones Unidas le han dado un peso muy importante a este derecho, 
al grado de argumentarlo como base para el ejercicio de los derechos 
humanos individuales, es decir, si no hay un reconocimiento jurídico de las 
instituciones, normas y procedimientos indígenas, es más fácil que tanto el 
Estado como las instituciones indígenas transgredan los derechos humanos 
de sus miembros, bajo una falsa argumentación de los usos y costumbres 
que se transmutan en licencia de impunidad para los mismos indígenas que 
ejercen poder en las comunidades indígenas. 
 

----- 32.4.- En otras palabras, de conformidad con los artículos 1° y 2°  de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 2° de la 

Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; 

artículos 3º, 4º y 5º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículo 

1.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; y 

artículo 4° del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo; todos 

los pueblos tienen derecho a la libre determinación, esto significa el 

reconocimiento de su capacidad de decidir sobre sus propias instituciones y 

sus propios recursos. El derecho a la libre determinación se ejerce mediante el 

control de las instituciones propias, así como de su desarrollo social y cultural 



 

                                                       Comisión Estatal de los Derechos Humanos. 
                                        Visitaduría General Especializada de Atención de Asuntos Indígenas. 

 

1a. Sur Oriente S/N°, esquina 2a. Oriente, 4o. Piso, barrio San Roque, C.P. 29000; Tuxtla Gutiérrez,  Chiapas. 
Teléfono (961) 60 2 89 80 y 60 2 89 81. Lada sin costo: 01 800 55 2 82 42. Fax. (961) 63 9 66 15. 

 

 

24 

dentro del marco del Estado en que viven, a través de medios que garanticen los 

principios de participación y consulta en la toma de decisiones que les afectan. 

Ello implica que los Estados respeten la integridad de los valores, prácticas e 

instituciones que se derivan de su identidad como pueblos indígenas. De acuerdo 

con la normatividad interna, el derecho a la libre determinación de los pueblos 

indígenas se expresa mediante la autonomía, misma que se ejerce dentro del 

marco jurídico nacional; textualmente se define así: “deberán tener el derecho 

de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no 

sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el 

sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente 

reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos 

para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este 

principio”.6 

 
----- 33.- Aclarado lo anterior, los mandatos judiciales de aprehensión tienen 
sustento constitucional en el artículo 21 en cuanto a la obligación del Ministerio 
Público y las policías en la Investigación y persecución de los delitos; que a su vez 
se relaciona con el  derecho a la administración de justicia pronta, completa e 
imparcial, a que se refiere el artículo 17 de la misma carta magna; puesto que en 
el caso que nos ocupa, mientras los imputados no sean puestos a 
disposición del Juez que los reclama, este no puede iniciar el proceso, 
negándose o retardándose el derecho de acceso a la justicia a los quejosos 
y víctimas del delito, sobre todo el derecho a la reparación del daño por la 
comisión del delito. Así, conforme al artículo 39 de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado, "la Policía Especializada, es un 
órgano Auxiliar Directo del Ministerio Público y forma parte de la Procuraduría, su 
actuación se rige por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez, confidencialidad, lealtad, responsabilidad, 
transparencia y respeto a los derechos humanos reconocidos por la Constitución 
Federal". Por lo tanto, en el presente caso, con motivo de la inejecución del 
mandato judicial aprehensorio sí se prueba la violación al derecho de acceso 
a la justicia de los quejosos, por parte de la Policía Especializada, como órgano 
auxiliar del Ministerio Público.  Así, en lo concerniente a este punto, resulta 
procedente recomendar al C. Procurador General de Justicia del Estado que gire 
instrucciones al C. Director de la Policía Especializada para efectos de que se 
ejecute el mandato judicial a que nos hemos referido, y con ello cesen las 
violaciones al derecho a la administración de justicia de los ahora 
desplazados y quejosos.  
 
----- 34.- Respecto a la manifestación de los quejosos en el escrito de queja inicial 
de fecha 07 de marzo del 2016, en el sentido de que se les ha expulsado de la 
comunidad sin que las autoridades comunitarias esgriman causa justificada 
alguna, aparentando razones falsas, pero que en realidad les han pedido la 
cantidad de $70,000 (setenta mil pesos 00/100 m.n.) por cada familia para que 
puedan vivir en la comunidad, lo que consideran violatorio de sus derechos 
de propiedad, posesión y libertad de tránsito; en oficio de fecha 12 de agosto 
del 2016,  el C. Subsecretario de Gobierno Región V Altos Tsotsil-Tseltal, informa 
sobre el problema infracomunitario de desconocimiento de derechos ejidales en 
el barrio de Bochilté; que después de la detención por mandato judicial de los CC. 
MTM y RPP (sic), Agente Auxiliar Municipal y habitante del barrio Bochilté, 
municipio de Huixtán, la situación se complicó más para los supuestos 
desplazados, toda vez que los habitantes de Bochilté mantenían la propuesta 
de pago de multas por parte del grupo inconforme, ya que se niegan a 
aceptar cargos y realizar trabajos comunitarios, además de que optaron por la 
aplicación de la ley y no por la vía del diálogo; sin proporcionar el monto a pagar 

                                                           
6 Protocolo de Actuación para quienes imparten justicia en casos que involucren derechos, personas, 
comunidades y pueblos indígenas. SCJN. Primera Edición 2013. PP. 11-13 y 15-18. 
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por tales multas, ni  qué cargos o trabajos comunitarios se negaban a aceptar y 
realizar los ahora desplazados. En oficio de fecha 3 de septiembre del 2016, el C. 
Mtro. PAV, Presidente Municipal Constitucional de Huixtán, Chiapas, informó a 
este organismo que "los supuestos ofendidos, abandonaron sus casas, sin que 

hubiera causas graves para hacerlo; que en reiteradas ocasiones fueron invitados a 
trabajos comunitarios de la escuela, mantenimiento de las calles y carreteras, etc., 
tal como lo establecen los usos y costumbres de la comunidad, y haciendo caso 
omiso se hicieron los enojados, sólo abandonaron sus casas y bienes de la 
comunidad."  

 
----- 34.1.- Por su parte, el C. Lic. MAOR, Delegado de Gobierno en Huixtán, en 
oficio SGG/DGH/026/2016, de fecha 16 de noviembre del 2016, informa que "... El 

origen de esta problemática deriva de un conflicto familiar en el año 2013, entre los 
CC. MMG y NMG, por la disputa de terrenos que pertenecían a su difunto padre... 
Con fecha 04 de octubre del 2014, en asamblea general de habitantes de dicho barrio, 
dentro del orden del día trataron diversos puntos, como la situación de los CC. PVV, 
NMM, AMA, SAT, PLIP, MMA, NMA, LPVH y MMG (9 personas), [a] quienes [les] 
fueron desconocidos [de] sus derechos por no cumplir con sus obligaciones, es 
decir, por no colaborar en ningún servicio, cooperaciones, trabajos comunales y 
fiestas patronales.  
... los habitantes mediante asamblea celebrada en el mes de enero del presente año, 
establecieron acuerdos que con anterioridad bajo una asamblea se les ha prohibido 
a las personas que no se sujetan a los acuerdos y reglamentos de la comunidad, no 
podrán ingresar al interior con vehículos ajenos (sic). 
El 22 de febrero del presente año... habitantes del barrio Bochilté retuvieron al C. 
AMA... las autoridades del lugar adujeron que el C. AMA, llegó al ejido llevando un 
vehículo tipo Tsuru del cual no acreditó la propiedad, pasando desapercibidos los 
acuerdos antes mencionados, situación que motivó la retención. Además de que en 
fechas anteriores, también el C. PIP, había dejado estacionada una camioneta en la casa 
de AMA; ambos vehículos estuvieron resguardados en el Salón de Usos Múltiples de 
dicho barrio...  
Con fecha 01 de marzo del presente año, se llevó a cabo la reunión de seguimiento en el 
barrio Bochilté... a la cual no asistió el Prof. AMA y demás personas, situación que motivó 
a signar una minuta de trabajo; entre los acuerdos destacó una próxima reunión el pasado 
14 de marzo del presente año, y previamente cumplir con el acuerdo TERCERA que 
literalmente señala: "LA COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL A TRAVÉS DEL 
DELEGADO DE GOBIERNO, SE COMPROMETE A QUE PREVIO A LA REUNIÓN 
PROGRAMADA, SOSTENER PLÁTICA CON LAS CINCO FAMILIAS, CON LA 
FINALIDAD DE SENSIBILIZARLOS AL DIÁLOGO Y A LA CONCERTACIÓN, PARA 
ENCONTRAR LA SOLUCIÓN FAVORALE A ESTA PROBLEMÁTICA." 
Con base a (sic) lo anterior, el día 02 de marzo del 2016, el suscrito sostuvo pláticas con 
el Prof. AMA, quien manifestó su postura de que no se presentará (sic) [presentaría] a la 
reunión programada para el día 14 de marzo del presente año, ya que teme (sic) por su 
vida e integridad física, además de que ya tomó la decisión con su familia de no 
regresar a vivir al citado barrio, fingiendo que no le preocupa si el ejido decreta 
otras medidas, al igual que con los dos vehículos en resguardo. 
Es importante mencionar que esta decisión que ha tomado no sólo el Prof. AMA, sino el 
resto de las familias, se debe a la existencia de órdenes de aprehensión en contra de las 
autoridades del barrio Bochilté, especulando que con esta medida ellos pueden resolver el 
fondo del problema, cuando en realidad sólo se agravaría, tal como sucedió con la 
detención de los CC. MTM y RPP (sic)... por parte de la Policía Ministerial, el pasado 
09 de junio del presente año, provocando que los habitantes se enojaran más de lo 
que estaban. 
... con fecha 18 de abril del presente año, una comisión conformada por el H. 
Ayuntamiento Municipal de Huixtán, Delegación de Gobierno de Huixtán y la Fiscalía 
Especializada en Justicia Indígena, se constituyeron en el barrio Bochilté, donde las 
autoridades entregaron las dos unidades al representante social. 
Con fecha 10 de junio del presente año, se atendió en audiencia a los CC. NMM, PVV, 
PLIP, NMA y AMA (5 personas) (desconocidos del barrio Bochilté), asistidos por el C. 
MCG, presidente de la Organización de los Pueblos Evangélicos de los Altos de Chiapas 
(OPEACH), quienes aludieron que debido a la liberación de los CC. MTM y RPP, 
Agente Auxiliar Municipal y habitante del barrio Bochilté... detenidos el pasado 9 de los 
corrientes por la Procuraduría General de Justicia del Estado, ahora solicitan que por la 
vía del diálogo se establezca una mesa de atención con las autoridades del barrio 
Bochilté, a fin de buscar y construir acuerdos que permitan el retorno de dichas 
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familias a su lugar de origen... se han entablado pláticas con el Presidente Municipal de 
Huixtán, donde conjuntamente se están buscando los mecanismo para sensibilizar a las 
autoridades del mencionado barrio."                

 
----- 34.2.- Pero, las manifestaciones de aquellos servidores públicos las 
contradicen los quejosos en escrito de fecha 3  de febrero del  2017, que 
suscriben todos los 9 jefes de familia, desplazados, pero de la lectura del mismo 
se desprende que narra en primera persona el señor MMG, quien manifiesta que 
sus problemas iniciaron desde que en el 2013 su hermano NMG mandó a 
matar a la hermana de ambos, MLMG, a quien exponía al maltrato de la 
comunidad por practicar ésta una religión cristiana, para quedarse con las 
tierras donde ella vivía; por la discriminación a su nuera Manuela Hernández 
Gómez, por ser Tseltal; además de que "la casa de sus difuntos padres 
constante de una hectárea, de la cual él sólo agarraría la mitad del terreno 
donde está ubicada su casa", siempre que le preguntaba a su hermano cómo 
quedarían con el terreno, comenzaban las agresiones.  Que un día 
secuestraron a su nieta, y para que la regresaran tuvo que pagar la cantidad 
de $15,000.00 pesos, la niña regresó enferma; fueron a la escuela de sus 
hijos IGMV, MNMV, LMMV, PGIM, LAIM, los sacaron de la escuela primaria 
bilingüe Doroteo Arango, a empujones, rompiéndoles su ropita, 
espantándolos, les tiraron sus útiles y los pisotearon, los niños lloraban y 
ellos no pudieron hacer nada. Además de que siempre cumplían con lo que 
pedía la comunidad. Que cuando cansados de tantas injusticias se quejaron 
con varias dependencias les cobraron una multa de $35,000.00 pesos y un 
año de policía, los volvieron a golpear con leños y bañar con agua, les 
tiraron su maíz, gritándoles que por andar quejándose y haciendo cultos 
religiosos, eso sería su castigo, y que además los expulsarían de la 
comunidad. Que llegaban apoyos a la comunidad y a ellos no les daban 
nada, a pesar de que sus nombres estaban en las listas, pero el Presidente 
Municipal no hacía nada; al contrario, apoyaba al otro grupo porque decía 
que los quejosos eran desobedientes, que era para que aprendieran a no 
estar con el cristianismo, y mucho menos que anduvieran con tseltales, que 
eran indígenas arrastrados. 
 
----- 34.3.- Al respecto, atendiendo al principio pro persona contenido en el artículo 
1° constitucional, tales aseveraciones de los ahora desplazados no han sido 
desvirtuadas por la autoridad responsable. Además, aun aceptando sin conceder, 
que a los quejosos, por acuerdo de asamblea general de ejidatarios, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 23 fracción II de la Ley Agraria en vigor, se les hubieran 
desconocido sus derechos ejidales, por no cumplir con las cooperaciones y 
trabajos comunitarios; el desplazarlos sin que mediara una resolución definitiva 
de los tribunales agrarios, es un acto violatorio de sus derechos humanos en 
sí mismo, puesto que con ello, los integrantes del barrio Bochilté del ejido Lázaro 
Cárdenas Chilil, no esperaron a que los ahora desplazados tuvieran acceso a la 
justicia de los tribunales agrarios, toda vez que -al momento de ser desplazados- 
no habrían interpuesto los recursos necesarios para controvertir el 
desconocimiento de sus derechos ejidales, por parte de la asamblea general de 
ejidatarios. Pero también como los mismos quejosos manifiestan, detrás del 
desconocimiento de sus derechos ejidales y desplazamiento, se esconden la 
discriminación por motivos religiosos y de raza, por practicar una religión 
cristiana y de que vivía entre ellos la señora MHG de la etnia tseltal; por lo que el 
señor MG, incitaba a los habitantes del barrio Bochilté a agredirlos, como lo 
hicieron en diversas ocasiones; habiendo sido amenazados con antelación de 
que por practicar otra religión se les expulsaría de la comunidad; amenaza 
que en última instancia les fue cumplida.  Manifiestan también que llegaban 
apoyos a la comunidad y a ellos no les daban nada, y el Presidente Municipal no 
hacía nada; al contrario, apoyaba al grupo que los agredía porque decía que 
eran desobedientes, que era para que aprendieran a no estar con el 
cristianismo, a no andar con tseltales, además de que eran indígenas 
arrastrados. 
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----- 35.- Así pues, como se expone en líneas anteriores, los usos y costumbres 
indígenas están aceptados en el orden jurídico mexicano siempre y cuando se 
ejerzan respetando los principios generales de la CPEUM y los derechos 
humanos; siempre que éstos no sean incompatibles con los derechos 
fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos. Por lo tanto, en el caso que nos 
ocupa, el tratar de imponer una multa de $70,000.00 pesos por parte de las 
autoridades comunitarias, a cada jefe de familia de los ahora desplazados, la cual 
no se sujeta a los principios de proporcionalidad y equidad a que se refiere el 
artículo 31 constitucional, resulta violatorio de sus derechos humanos, puesto 
que además -las multas excesivas- están expresamente prohibidas por el 
artículo 22 constitucional; por otra parte, de conformidad con el artículo 24 
constitucional, "Toda persona tiene derecho a la libertad de convicciones éticas, de 

conciencia y de religión, y a tener o adoptar, en su caso, la de su agrado." Asimismo, el 
último párrafo del artículo 1° constitucional, dispone: "Queda prohibida toda 

discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, 
las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas." 

 
----- 36.-  En lo concerniente a la privación ilegal de la libertad alegada por el 
señor AMA,  en fecha 21 de febrero del 2016, ordenada por la asamblea del 
barrio Bochilté del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, carente de facultades judiciales 
para ordenar detenciones, la misma quedó debidamente acreditada con su 
manifestación, además del  Acta de Acuerdo de fecha 22 de febrero del 2016, 
que suscriben las autoridades del barrio Bochilté, en la que se le denomina 
como "el Acusado". Así, AMA, refiere que las autoridades comunitarias del barrio 
Bochilté, del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán; lo privaron de su 
libertad en fecha 21 de febrero (sic) del presente año (2016) "...a quien obligaron a 

firmar una minuta de acuerdo, donde firmaron también autoridades de la población, que 
temerosas del actuar de esas personas, firmaron también, y en donde violentaron al 
suscrito, ya que sin haber existido delito de mi parte me tuvieron detenido por varias 
horas, y además de que me tienen retenido un vehículo de la marca Nissan tipo 
Tsuru, color blanco con franjas rojas y verdes, con placas de circulación DRU-48-80 del 
Estado de Chiapas, del cual asentaron en la minuta que me obligaron a firmar, que 
quedaba en garantía a cambio de que me desistiera de acta administrativa y/o 
averiguación previa en contra de las autoridades y habitantes de Bochilté, pero en 
realidad es que ellos abusando de su mayoría me tienen secuestrado mi vehículo..." 

En la citada acta de acuerdo, de fecha 22 de febrero de 2016, efectivamente se 
dice en el  punto "PRIMERO: El C. AMA, se compromete a desistir de la (sic) acta 

administrativa y/o averiguación previa interpuesta por [en contra de] las autoridades así 
como de los habitantes del barrio Bochilté, otorgándole un lapso de tiempo hasta el día 1° 
de marzo a las 17:00 horas, para que presente la notificación a este barrio sobre el 
desistimiento, dejando como garantía su vehículo de la marca Nissan tipo Tsuru... en 

caso contrario la asamblea general tomará otras alternativas de solución."  En el punto 
CUARTO, también se refiere que "la autoridad del H. Ayuntamiento Municipal y el 

Delegado de Gobierno, hacen constar y dan fe que el Prof. MA, no se encuentra privado 

de su libertad y no presenta ninguna lesión física."  Sin embargo, tal aseveración 
no reviste relevancia alguna puesto que ni los integrantes del Ayuntamiento 
Municipal ni el Delegado de Gobierno tienen fe pública, otorgándosele valor 
probatorio al dicho del quejoso en atención al principio pro persona, puesto que 
ninguna razón le asistía para conducirse con falsedad ante este organismo; 
además de que, en sus correspondientes informes, los citados servidores públicos 
admiten expresamente que el quejoso sí fue privado de su libertad por personas 
del barrio Bochilté del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, desde el día 21 de febrero del 
2016.  
 
----- 36.1.- Por su parte, el C. Lic. MAOR, Delegado de Gobierno en Huixtán, en 
oficio SGG/DGH/026/2016, de fecha 16 de noviembre del 2016, informa que "... El 

origen de esta problemática deriva de un conflicto familiar en el año 2013, entre los 
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CC. MMG y NMG, por la disputa de terrenos que pertenecían a su difunto padre... 
Con fecha 04 de octubre del 2014, en asamblea general de habitantes de dicho barrio, 
dentro del orden del día trataron diversos puntos, como la situación de los CC. PVV, 
NMM, AMA, SAT, PLIP, MMA, NMA, LPVH y MMG (9 personas), quienes fueron 
desconocidos de sus derechos por no cumplir con sus obligaciones, es decir, por 
no colaborar en ningún servicio, cooperaciones, trabajos comunales y fiestas 
patronales... mediante asamblea celebrada en el mes de enero del presente año, 
establecieron acuerdos que con anterioridad bajo una asamblea se les ha prohibido 
ingresar al interior [de la comunidad] con vehículos ajenos. El 22 de febrero del 
presente año... habitantes del barrio Bochilté retuvieron al C. AMA... las autoridades 
del lugar adujeron que el C. AMA, llegó al ejido llevando un vehículo tipo Tsuru del 
cual no acreditó la propiedad, pasando desapercibidos los acuerdos antes 

mencionados, situación que motivó la retención." Informe éste que coincide en forma 
sustancial con lo manifestado en oficio 226/2016, de fecha 30 de noviembre del 
2016, por el C. Prof. NVV, Juez de Paz y Conciliación Indígena de Huixtán, 
Chiapas. Sin embargo la argumentación de tales servidores públicos resulta 
totalmente contradictoria con el contenido del acta de acuerdo, de fecha 22 de 
febrero de 2016, en la que efectivamente se dice en el  punto "PRIMERO: El C. 

AMA, se compromete a desistir de la (sic) acta administrativa y/o averiguación previa 
interpuesta por [en contra de] las autoridades así como de los habitantes del barrio 
Bochilté, otorgándole un lapso de tiempo hasta el día 1° de marzo a las 17:00 horas, para 
que presente la notificación a este barrio sobre el desistimiento, dejando como garantía 
su vehículo de la marca Nissan tipo Tsuru... en caso contrario la asamblea general 

tomará otras alternativas de solución;" ya que ello podría ser constitutivo del delito de 
extorsión, previsto y sancionado por el artículo 300 del Código Penal del 
Estado, que dispone: "Comete el delito de extorsión, el que sin derecho obligue a otro 

a dar, a hacer, a tolerar o dejar de hacer algo, obteniendo un lucro para sí o para otro 

causando un perjuicio patrimonial en contra de una persona". Lucro que en última 
instancia obtendría a la postre el dueño del vehículo que le había dado en pagos 
al señor AMA. 
 
----- 37.- En cuanto a la manifestación de los quejosos en escrito de fecha 3  de 
febrero del  2017, que suscriben todos los 9 jefes de familia, desplazados, de 
cuya redacción se desprende que narra específicamente el señor MMG, en el que 
dice que "sus problemas iniciaron desde que en el 2013 su hermano NMG mandó a 

matar a la hermana de ambos MLMG, a quien exponía al maltrato de la comunidad 
por practicar ésta una religión cristiana, para quedarse con las tierras donde ella 
vivía; por la discriminación a su nuera MHG, por ser Tseltal; además de que "la casa 
de sus difuntos padres constante de una hectárea, de la cual él sólo agarraría la 
mitad del terreno donde está... siempre que le preguntaba a su hermano cómo 
quedarían con el terreno, comenzaban las agresiones; que un día secuestraron a su 
nieta, y para que la regresaran tuvo que pagar la cantidad de $15,000.00 pesos, la 
niña regresó toda enferma; a sus hijos IGMV, MNMV, LMMV, PGIM, LAIM, los 
sacaron de la escuela primaria bilingüe Doroteo Arango, a empujones, 
rompiéndoles su ropita, espantándolos, les tiraron sus útiles y los pisotearon, los 
niños lloraban y ellos no pudieron hacer nada, además de que siempre cumplían 
con lo que pedía la comunidad. Que cuando cansados de tantas injusticias se 
quejaron con varias dependencias les cobraron una multa de $35,000.00 pesos y un 
año de policía (sic), los volvieron a golpear con leños y bañar con agua, les tiraron 
su maíz, gritándoles que por andar quejándose y haciendo cultos religiosos, eso 
sería su castigo, y que además los expulsarían de la comunidad. Que llegaban 
apoyos a la comunidad y a ellos no les daban nada, a pesar de que sus nombres 
estaban en las listas, pero el Presidente Municipal no hacía nada, al contrario, 
apoyaba al otro grupo porque decía que los quejosos eran desobedientes, que era 
para que aprendieran a no estar con el cristianismo, y mucho menos que 

anduvieran con tseltales, que eran indígenas arrastrados..." Resulta pertinente 
recomendar al C. Procurador General de Justicia del estado gire sus apreciables 
instrucciones a la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena, para efectos de que, 
escuchando previamente en declaración al C. MMG, se investigue el probable 
homicidio de MLMG, presuntamente bajo la autoría intelectual de su propio 
hermano NMG, quien además la exponía al maltrato de la comunidad por practicar 
ésta una religión cristiana; el probable secuestro de la nieta de MMG, de quien 
presuntamente se tuvo que pagar la cantidad de $15,000.00 pesos; la probable 
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discriminación a que presuntamente fue sujeta su nuera MHG por ser 
Tseltal; además de que se investiguen aquellas conductas violatorias a la 
dignidad de los niños/as IGMV, MNMV, LMMV, PGIM, LAIM, a quienes, además 
de expulsarlos (las) de la escuela primaria bilingüe Doroteo Arango, los (as) 
sacaron a empujones, rompiéndoles su ropita, espantándolos (as), les 
tiraron sus útiles y los pisotearon, mientras los niños/as lloraban y sus 
padres no pudieron hacer nada; amén de las conductas discriminatorias 
atribuidas al Presidente Municipal de Huixtán.  Esto último, en atención a las 
diversas hipótesis contenidas en el tipo penal de discriminación contenido en el 
artículo 324 del Código Penal para el Estado de Chiapas, que dispone: 

"Se impondrá pena de tres a seis años de prisión, cincuenta a doscientos días de 
multa y veinticinco a cien días de trabajo a favor de la comunidad, al que realice 
distinción, exclusión o restricción basada en el origen étnico, nacional o 
regional, el sexo, la edad, las discapacidades, la condición social o económica, las 
condiciones de salud, el embarazo, el idioma, las ideologías o creencias 
religiosas, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil, el trabajo 
desempeñado, las costumbres, la raza, el color de piel, los patrones de conducta 
social, así como cualquier otra que tenga por objeto impedir, menoscabar o 
anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y libertades 
fundamentales, tales como: 
I. Provocar o incitar a los demás al odio o a la violencia contra otra persona. 
II. En ejercicio de actividades profesionales, mercantiles, o empresariales, niegue un 
servicio o una prestación a la que se tenga derecho. Para los efectos de esta 
fracción, se considera que toda persona tiene derecho a los servicios o prestaciones 
que se ofrecen al público en general. 
III. Veje o excluya a otro de un círculo social, actividad pública o privada, grupo o 
agrupación de cualquier naturaleza, cuando dichas conductas tengan por 
resultado un daño material o moral. 
IV. Niegue o restrinja los derechos laborales de otro. 
V. Todas aquellas que atenten contra la dignidad de la persona." 

 
----- 38.- En lo concerniente a la condición de desplazados de los quejosos, 
queda debidamente acreditada con los diversos informes de autoridades a las que 
nos hemos referido, en los que admiten expresamente la condición de 
desplazados de los quejosos, así como con lo expuesto en escritos de fecha 07 
de marzo del 2016 y de fecha 3 de febrero del 2017, que suscriben todos los 9 
jefes de familia, desplazados; y este último que narra específicamente el señor 
Miguel Martínez Gómez, en lo que interesa manifiesta (n):  

"...nuestras tierras y siembras que cultivábamos las acabaron [,] nuestras casitas 
destruidas de todos mis hijos e hijas [;] nos corrieron y ya no pudimos hacer nada [;] 
este 29 de febrero ya va a hacer un año que no podemos regresar a nuestras 
viviendas [;] sobrevivimos por ayuda de la gente en tres cuartos las nueve 
familias [,] en una situación pobre [,] apenas y nos sostienen tres padres de 
familia, lo cual quiero decir que nosotros siempre cumplíamos con lo que 
pedía la comunidad [,] lo cual tenemos como comprobarlo [,] tenemos los pagos de 
los servicios, es por eso que acudimos a esta Comisión... porque no es justo que 
por cuestión de religiones, nuestra descendencia y propiedades (sic) [,] no 
podamos regresar a casa, pues no nos dejan en paz donde vivimos hoy en día 
[,] nos han mandado a decir que nos van a secuestrar si no nos quedamos 
quietos [,] incluso en varias ocasiones van viniendo en su camioneta con el 
grupo a buscarnos [,] nosotros nos escondemos por temor [,] ya nos corrieron 
dos veces de donde vivimos porque los (sic) han ido a amenazar que si nos 
tienen (sic) ahí quemarán sus casas (sic)... las autoridades no han hecho nada 
y seguimos igual... presentamos una demanda en el Tribunal Agrario hace una 
semana [,] lo cual ya se enteraron [,] es por eso que nos están amenazando 
más... " 

 
38.1.- Al respecto, "Los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos" 
de la ONU, de 11 de febrero de 1998 (Los Principios), en el punto 2, en cuanto a 
su Alcance y Finalidad,  dispone que:   

"2. A los efectos de estos Principios, se entiende por desplazados internos las 
personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar 
o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como 
resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de 
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violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes 
naturales o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera 
estatal internacionalmente reconocida." 

 

----- 38.2.- Tal definición de "desplazados internos" coincide con la contenida en el 
artículo 3° de la Ley para la prevención y atención del desplazamiento interno 
en el estado de Chiapas, que dispone: 

"Artículo 3.- Se considera como desplazados internos a las personas o grupos de 
personas asentadas en el Estado de Chiapas que se han visto forzadas u 
obligadas a abandonar, escapar o huir de su lugar de residencia habitual, en 
particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de 
situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o 
de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano y que no han cruzado los 
límites territoriales del Estado." 

 
----- 38.3.- Por lo anterior, este organismo reconoce que el Gobierno del Estado, a 
través de la Subsecretaría de Gobierno Región V Altos, Tsotsil-Tseltal, y 
Delegación de Gobierno en Huixtán, ha venido haciendo esfuerzos para desplegar 
las acciones necesarias en la procuración de diálogo entre las partes en 
conflicto en el barrio Bochilté del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de 
Huixtán, Chiapas; llámense por una parte integrantes de la asamblea general del 
citado barrio y los ahora desplazados y quejosos, conflicto que se origina desde el 
año 2013, de conformidad con la información que obra agregada al expediente de 
queja, por la disputa sobre derechos sucesorios de terrenos ejidales entre los 
hermanos MMG y NMG, a raíz de la muerte de su difunto padre; pero tales 
esfuerzos de procuración de diálogo han resultado insuficientes. Además, en 
escrito de fecha 3  de febrero del  2017, que suscriben todos los 9 jefes de 
familia, desplazados, pero que narra específicamente el señor MMG, manifiesta 
que sus problemas iniciaron desde que en el 2013 su hermano NMG mandó a matar a la 

hermana de ambos MLMG, a quien exponía al maltrato de la comunidad por 
practicar ésta una religión cristiana, para quedarse con las tierras donde ella vivía; 
por la discriminación a su nuera MHG, por ser Tseltal; además de que "la casa de sus 
difuntos padres constante de una hectárea, de la cual él sólo agarraría la mitad del 
terreno donde está ubicada su casa", siempre que le preguntaba a su hermano 
cómo quedarían con el terreno, comenzaban las agresiones; que un día 
secuestraron a su nieta, y para que la regresaran tuvo que pagar la cantidad de 
$15,000.00 pesos, y la niña regresó enferma; fueron a la escuela de sus hijos IGMV, 
MNMV, LMMV, PGIM, LAIM, los sacaron de la escuela primaria bilingüe Doroteo 
Arango, a empujones, rompiéndoles su ropita, espantándolos, les tiraron sus útiles 
y los pisotearon, los niños lloraban y ellos no pudieron hacer nada. Además de que 
siempre cumplían con lo que pedía la comunidad. Que cuando cansados de tantas 
injusticias se quejaron con varias dependencias les cobraron una multa de 
$35,000.00 pesos y un año de policía, los volvieron a golpear con leños y bañar con 
agua, les tiraron su maíz, gritándoles que por andar quejándose y haciendo cultos 
religiosos, eso sería su castigo, y que además los expulsarían de la comunidad. 
Que llegaban apoyos a la comunidad y a ellos no les daban nada, a pesar de que 
sus nombres estaban en las listas, pero el Presidente Municipal no hacía nada; al 
contrario, apoyaba al otro grupo porque decía que los quejosos eran 
desobedientes, que era para que aprendieran a no estar con el cristianismo, y 

mucho menos que anduvieran con tseltales, que eran indígenas arrastrados. Todo 
esto provocó a la postre el desplazamiento de los ahora quejosos de su 
comunidad donde tenían su lugar de residencia habitual; quienes ahora 
manifiestan que el 29 de febrero de este año cumplieron un año de haber sido 
desplazados de su comunidad, sin poder regresar a sus domicilios, 
sobreviviendo en tres cuartos, en condiciones de pobreza, las 9 familias 
desplazadas, con la ayuda de la gente y el sostén de 3 padres de familia. 
Pero también los ahora quejosos y desplazados manifiestan que resulta falso el 
argumento de las autoridades e integrantes de la comunidad de Bochilté, en el 
sentido de que les han desconocido sus derechos agrarios por negarse a la 
ejecución de trabajos comunitarios y proporcionar cooperaciones acordadas por la 
asamblea, que lo cierto es que fueron desplazados por cuestión de religiones 
(sic); además de que no los dejan en paz en donde viven hoy en día, que les han 
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mandado a decir que los van a secuestrar si no se quedan quietos, incluso en 
varias ocasiones han llegado a buscarlos y se esconden por temor. En escrito sin 
fecha, recibido en este organismo el día 9 de marzo del 2017, los quejosos 
agregan que están "sufriendo hambre, frío, una situación económica precaria, ya 

que al ser corridos de nuestra comunidad nos hemos quedado sin sustento para 
subsistir..."         
 
----- 38.4.- De lo anterior se colige que a los quejosos en su condición de 
desplazados, no se les han proporcionado los suministros mínimos para 
subsistencia, en términos del Principio 18 de los Principios Rectores de los 
Desplazamientos Internos de la ONU, de 11 de febrero de 1998, y el artículo 10 de 
la Ley para la Prevención y Atención del Desplazamiento Interno en el Estado de 
Chiapas. Por lo tanto, con sustento en estas mismas disposiciones jurídicas, 
resulta pertinente recomendar al C. Secretario General de Gobierno, que 
directamente o a través del C. Subsecretario de Gobierno Región V Altos, Tsotsil-
Tseltal, gestione ante el H. Ayuntamiento Municipal de Huixtán, proporcione los 
suministros mínimos para subsistencia a las 9 familias desplazadas, o en su 
defecto, proporcione apoyo económico a las 9 familias desplazadas para que 
puedan proveer a su subsistencia, por lo menos, con un salario mínimo 
mensual para cada familia, mientras persistan las condiciones de 
desplazamiento, tomando en cuenta además la condición de vulnerabilidad en 
que se encuentran sobre todo los niños/as por el hecho de ser niños/as, 
indígenas, pobres y desplazados; considerando también que en términos del 
artículo 36 fracción I, párrafo tercero, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Chiapas, los Ayuntamientos tienen la obligación de contemplar un fondo que 
permita la reparación del daño a las víctimas de violación de derechos humanos; 
además de ser corresponsables (los Ayuntamientos), como integrantes de un 
sistema federativo, de garantizar los derechos humanos y prevenir los delitos, en 
términos de lo dispuesto en los artículos 1° y 21 constitucionales.  
 
----- 38.5.- Lo anterior resulta congruente con lo dispuesto en el artículo 10 de la 
Ley para la Prevención y Atención del Desplazamiento Interno en el Estado de 
Chiapas, que dice que "Las autoridades garantizarán que los desplazados internos 

gocen de condiciones satisfactorias de vida, incluido el derecho a la seguridad, salud 
e higiene. Gozarán al menos de: I.- Alimentos indispensables y agua potable; II.- Cobijo y 
alojamiento básicos; III.- Vestido adecuado; IV.- Servicios médicos y de saneamiento 

indispensables; y, V.- Educación básica obligatoria." Disposición legal coincidente 
con el contenido del Principios 18 de "Los Principios Rectores de los 
Desplazamientos Internos" de la ONU, de 11 de febrero de 1998 (Los Principios).   
 

----- 39.- Así pues, a los quejosos se les considera desplazados internos al 
haberse visto forzados a abandonar su lugar habitual de residencia, por haber 
sido objeto de violaciones a sus derechos humanos por parte de 
particulares, al ser objeto de discriminación y malos tratos por cuestiones 
religiosas, lo cual se traduce además en violación al derecho de residencia y 
movilidad contenido en el artículo 11 constitucional. Y continuando con el 
análisis de las violaciones a derechos humanos de los quejosos, en cuanto a sus 
manifestaciones, en el sentido de que "...nuestras tierras y siembras que 

cultivábamos las acabaron [,] nuestras casitas destruidas de todos mis hijos e hijas 

[;] nos corrieron y ya no pudimos hacer nada..." Por lo que, ante la posibilidad de 
que los bienes de los quejosos les hubieran sido despojados, a menos de que 
por sentencia ejecutoria, alguna autoridad judicial resuelva lo contrario; 
mientras ello suceda, como desplazados tienen derecho a la restitución o 
compensación de sus bienes, de conformidad con los artículos 12 y 20 
fracción VIII de la Ley  para la Prevención y Atención del Desplazamiento 
Interno en el Estado de Chiapas, y el Principio 21 de "Los Principios"; resulta 
procedente recomendar el señor Secretario General de Gobierno, que en caso de 
que los ahora quejosos y desplazados hubieran sido desposeídos de sus bienes, 
se les restituya en la posesión de los mismos y se les otorgue la reparación de 
daños provocados con motivo de su desplazamiento; y en caso de ser imposible 
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su retorno al lugar de residencia, se les otorgue la compensación correspondiente 
por sus bienes, así como la reparación de daños provocados con motivo de su 
desplazamiento. Esto es así puesto que el artículo 1° de la Ley en cita señala que 
sus disposiciones son de orden público y de observancia obligatoria, y si bien 
es cierto que a la fecha no se ha instalado el Consejo Estatal de Atención Integral 
al Desplazamiento Interno ni se ha emitido el Reglamento de la Ley, en atención a 
los artículos tercero y cuarto transitorios, de ello no se colige la inaplicabilidad de 
la ley, puesto que fue publicada en el POE Núm. 355, de fecha 22-02-2012, y se 
encuentra vigente, sino simplemente la omisión en proveer a su exacta 
observancia, a través de su correspondiente Reglamento. Además, a la Secretaría 
General de Gobierno le corresponde dirigir la política interior del Estado, 
ejecutando acciones que garanticen la gobernabilidad y la paz social, según lo 
dispone el artículo 28, fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Estado de Chiapas.  
 
----- 39.1.- También,  resulta pertinente recomendar al señor Secretario General de 
Gobierno, gire sus apreciables instrucciones a las instituciones que han venido 
atendiendo el caso de los desplazados del barrio Bochilté del ejido Lázaro 
Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, para continuar los esfuerzos en la 
búsqueda  de establecer las condiciones que permitan el regreso voluntario, 
seguro y digno de los desplazados a su lugar de residencia habitual; a través de 
la implementación de talleres de reconciliación para la sensibilización de las 
partes confrontadas, que organice la Secretaría para el Desarrollo 
Sustentable de los Pueblos Indígenas (artículo 38-VI de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Chiapas) en coordinación con la 
Subsecretaría de Gobierno Región V-Altos Tsotsil-Tseltal, la Delegación de 
Gobierno de Huixtán y la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena. Y de no ser 
esto posible, se les otorgue la compensación adecuada por sus bienes y 
reparación de los daños provocados con motivo de su desplazamiento, que 
permitan su reasentamiento en otra parte del territorio estatal, en atención al 
Principio 28 de Los Principios y artículo 35  de la Ley  para la Prevención y 
Atención del Desplazamiento Interno en el Estado de Chiapas. 
 

----- 39.2.- Lo anteriormente manifestado también se fundamenta en el artículo 1º 
constitucional que expresamente establece, que las normas relativas a los 
derechos humanos se interpretarán de conformidad con la Constitución y con los 
tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia (principio pro persona); la obligación de 
todas las autoridades de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad,  
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 
debe prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley. Así, todo lo establecido en el 
artículo 1º constitucional se traduce en la transversalización en todo el 
ordenamiento jurídico mexicano de estándares más altos de protección de los 
derechos humanos de quienes se encuentran bajo la jurisdicción de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
 
----- 39.3.- El principio pro persona es un criterio hermenéutico que informa todo 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en virtud del cual se debe 
acudir a la norma más amplia, más protectora, o a la interpretación más extensiva 
de la norma, cuando se trata de reconocer derechos protegidos; e 
inversamente, a la interpretación más restringida de la norma, cuando se trata 
de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su 
suspensión extraordinaria. En consecuencia, este Organismo protector de 
derechos humanos, de acuerdo con el mandato constitucional, invoca además de 
la legislación nacional, principios universales de protección de derechos humanos, 
todos de aplicación obligatoria en la protección y salvaguarda de las víctimas de 
violaciones de derechos humanos. 
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----- 39.4.- Atendiendo al principio de interdependencia de los derechos 
humanos,  esta Comisión Estatal de los Derechos Humanos no soslaya una serie 
de violaciones derivadas del desplazamiento de los quejosos, pero por economía 
procesal, en el presente caso, sustancialmente advierte violaciones a los 
derechos de no discriminación, de los niños/as, derecho a la educación, 
libertad de tránsito y de residencia, seguridad pública, derecho a la 
integridad física, libertad de culto y acceso a la justicia, contenidos en los 
artículos 1° último párrafo, 3°, 4°, 11, 21, 22, 24 y 17 constitucionales, en 
relación con el artículo 1° de la misma Carta Magna; toda vez que las 
autoridades del Estado de Chiapas y del Ayuntamiento Municipal de Huixtán, 
al no procurar seguridad pública y velar por prevenir las violaciones a derechos 
humanos ya referidas, permitió que habitantes del barrio Bochilté del ejido Lázaro 
Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, desplazaran de su lugar habitual de 
residencia a los hoy quejosos; encontrándose además pendiente de ejecución la 
orden de aprehensión en contra de MCV, RPP, CMVV, MVP, NMG, MVT y MTM 
(7 personas), como probables responsables de la comisión del delito de ROBO 
EJECUTADO CON VIOLENCIA, cometido en agravio de AMA, MMA y PVV. 
Omisión del cumplimiento del citado mandato judicial atribuible a los diversos 
Comandantes Regionales Zona Indígena de la Policía Especializada, 
dependientes de la Procuraduría General de Justicia del Estado, a quienes el 
artículo 45, fracciones I y XXI, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado de Chiapas, les exige una actuación legal y eficiente, además 
de abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de 
cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público. 

        
----- 40.- Obligación de reparar el daño. 
Toda vez de que el sistema de protección no jurisdiccional de los derechos 
humanos constituye una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano para 
lograr la reparación del daño derivado de la responsabilidad en que ha incurrido el 
Estado, al no procurar la prontitud en la administración de justicia y el retorno de 
los desplazados a su lugar habitual de residencia; en el presente caso, en 
congruencia con el orden jurídico nacional e internacional, las violaciones a 
derechos humanos acreditadas, obligan a la autoridad responsable a la reparación 
del daño causado. En este sentido, de acuerdo con la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, las reparaciones consisten en las medidas que tienden a 
hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas7.  
 
----- 40.1.- En términos universales, el deber de reparar a cargo del Estado ante 
violaciones a derechos humanos está previsto en los Principios y Directrices 
Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de violaciones manifiestas en las 
normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional 8 "(en adelante -los Principios y Directrices Básicos de la 
ONU-). Al respecto, de acuerdo con los citados Principios: Una reparación 
adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad promover la justicia, remediando 
las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o 
las violaciones graves del derecho internacional humanitario. 
 
----- 40.2.- A nivel regional, la Corte Interamericana ha señalado [respecto a las 
reparaciones] que: Refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de los 
principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre la 
responsabilidad de los Estados. De esta manera, al producirse un hecho ilícito 
imputable a un Estado, surge de inmediato la responsabilidad internacional de 
éste por la violación de la norma internacional de que se trata, con el consecuente 
deber de reparación y de hacer cesar las consecuencias de la violación. 

                                                           
7Corte IDH, Caso Ximenes López vs. Brasil; Caso Baldeón García; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay; y 
Caso Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
febrero de 2006. Serie C No. 144, Párr. 297. 
8ONU, Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional, 60/147 Resolución aprobada 
por la Asamblea General el 16 de diciembre de 2005. 
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Por lo que hace a la legislación nacional, tal obligación deriva del artículo 1°, 
párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que 
dispone que:  “Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 
reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la 
ley.”  
 
----- 40.3.- Por su parte, la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos 
del Estado de Chiapas, en su artículo 66 establece que:  

"Concluida la investigación, el Visitador formulará, en su caso, un proyecto de 
recomendación, o acuerdo de no responsabilidad en los cuales se analizarán los 
hechos, argumentos y pruebas, así como los elementos de convicción y las 
diligencias practicadas, a fin de determinar si las autoridades o servidores públicos 
han violado o no los derechos humanos de los afectados, al haber incurrido en actos 
y omisiones ilegales, irrazonables, injustas, inadecuadas, o erróneas, o hubiesen 
dejado sin respuesta las solicitudes presentadas por los interesados durante un 
período que exceda notoriamente los plazos fijados por las leyes. 
En el proyecto de recomendación, se señalarán las medidas que procedan para la 
efectiva restitución de los derechos fundamentales de los afectados, en caso de 
proceder, se establecerán los lineamientos para la reparación de los daños y 
perjuicios que se hubiesen ocasionado. 
La responsabilidad de las autoridades o servidores públicos en materia de 
reparación del daño material y moral por violación a los derechos humanos en 
términos de la Constitución, será objetiva y directa (sic), esto en concordancia con 
los instrumentos internacionales relacionados con la protección de los derechos 
humanos. De ser aceptada la recomendación, la autoridad tendrá la obligación de 
otorgar a las victimas la reparación del daño de manera pronta y adecuada. 
La reparación del daño por violaciones a los derechos humanos es 
independiente de la reparación o indemnizaciones que determinen los 
tribunales competentes de los ámbitos penal o administrativo contra las 
personas del servicio público que resulten responsables..."  

 
----- 40.4.- A mayor abundamiento, la Ley General de Víctimas establece en su 
artículo 1°: 9 

"La presente Ley general es de orden público, de interés social y observancia en 
todo el territorio nacional, en términos de lo dispuesto por los artículos 1o., párrafo 
tercero, 17, 20 y 73, fracción XXIX-X, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, Tratados Internacionales celebrados y ratificados por el Estado 
Mexicano, y otras leyes en materia de víctimas. 
En las normas que protejan a víctimas en las leyes expedidas por el Congreso, se 
aplicará siempre la que más favorezca a la persona. 
La presente Ley obliga, en sus respectivas competencias, a las autoridades de 
todos los ámbitos de gobierno, y de sus poderes constitucionales, así como a 
cualquiera de sus oficinas, dependencias, organismos o instituciones públicas o 
privadas que velen por la protección de las víctimas, a proporcionar ayuda, 
asistencia o reparación integral. Las autoridades de todos los ámbitos de 
gobierno deberán actuar conforme a los principios y criterios establecidos en esta 
Ley, así como brindar atención inmediata en especial en materias de salud, 
educación y asistencia social, en caso contrario quedarán sujetos a las 
responsabilidades administrativas, civiles o penales a que haya lugar. 
La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, 
compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 
individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será 
implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del 
hecho victimizante cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus 
derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante." 

En su artículo 26, dispone que: 
"Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, 
diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como 
consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las 

                                                           
9 Última reforma publicada en el DOF el 3-01-2017. 
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violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de 
restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición." 

Los artículos Décimo Tercero y Décimo Cuarto transitorios de la última reforma de 
la Ley General de Víctimas, publicada en el DOF de fecha 3 de enero del 2017, 
disponen:  

Décimo Tercero.- En un plazo de 180 días contados a partir de la entrada en vigor 
del presente Decreto: las secretarías, dependencias, organismos y entidades del 
orden federal y de las entidades federativas del sector salud, educación, desarrollo 
social y las demás obligadas; así como aquellos municipios que cuenten con la 
infraestructura y la capacidad de prestación de servicios, en el marco de sus 
competencias y fundamentos legales de actuación, deberán adecuar su 
normatividad conforme al Programa y el Modelo de atención a víctimas previstos en 
la Ley y el Reglamento. 
Décimo Cuarto.- En tanto las entidades federativas se encuentren en la integración 
de sus Comisiones de víctimas, las obligaciones previstas para estas 
Comisiones en la Ley serán asumidas por la Secretaría de Gobierno de cada 
entidad. 
 

----- 40.5.- Igualmente la Ley de Víctimas para el Estado de Chiapas, publicada 
en el POE el 20 de mayo de 2015, establece en su artículo 1° que:  

"Tiene por objetivo crear los procedimientos, mecanismos e instituciones que 
permitan garantizar su plena efectividad en el Estado, en materia de atención, 
ayuda, asistencia, acceso a la verdad, a la justicia y a la reparación integral de las 
víctimas de delitos de fuero común y violaciones de derechos humanos cometidas 
por servidores públicos de la entidad federativa o sus municipios."  

El artículo 2° dispone que: 
 "Todas las autoridades del Estado de Chiapas y sus municipios, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, deberán respetar, garantizar, promover y proteger 
los derechos de las víctimas que están reconocidos en la Ley General de Víctimas. 
Los derechos, principios y medidas de ayuda, asistencia, atención y reparación 
integral contemplados en la Ley General de Víctimas serán irrestrictamente 
garantizados por las autoridades obligadas por esta Ley, así como serán 
observados los conceptos y definiciones dispuestos por la citada legislación general 

en la materia."  
El artículo 6°, señala que: 

"Corresponde a los gobiernos municipales, de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley General de Victimas, las siguientes atribuciones: 
I. Instrumentar y articular, en concordancia con la política nacional y estatal, la 
política municipal para la adecuada atención y protección a las víctimas. 
II. Coadyuvar con el Gobierno Federal y las entidades federativas en la adopción y 
consolidación del Sistema Estatal. 
III. Promover, en coordinación con las entidades federativas, cursos de capacitación 
a las personas que atienden a víctimas. 
IV. Ejecutar las acciones necesarias para el cumplimiento del Programa de 
Atención. 
V. Apoyar la creación de programas de reeducación integral para los imputados. 
VI. Apoyar la creación de refugios seguros para las víctimas. 
VII. Participar y coadyuvar en la protección y atención a las víctimas. 
VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia. 
IX. Las demás aplicables a la materia que les conceda la Ley u otros ordenamientos 
legales aplicables. 

El artículo 19 dispone la creación de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 
Víctimas, en términos de lo establecido en el artículo 79 párrafos cuarto y quinto de la 

Ley General de Víctimas, como un Órgano Auxiliar del Poder Ejecutivo del Estado de 
Chiapas, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con funciones y con el objeto de 
coordinar los instrumentos, políticas, servicios y acciones para garantizar los derechos en 
materia de Atención y Reparación a Víctimas del Delito y de Violaciones a Derechos 
Humanos, con autonomía técnica, ejecutiva, administrativa, presupuestal y de gestión, 
para la consecución de su objeto, la realización de sus funciones y la emisión de los actos 

de autoridad que conforme a su normatividad le correspondan. El artículo 20 señala que 
la Comisión Ejecutiva Estatal, para cumplir con su propósito, tendrá a cargo el Registro, el 
Fondo y la Asesoría Jurídica, así como la coordinación y la Asesoría Técnica y operativa 
con el Sistema Estatal.   
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----- 40.6.- Asimismo, en el POE de fecha 16 de diciembre de 2015, se publicó el 
Decreto por el que se crea la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 
Víctimas a cargo de un Comisionado con categoría de Director General, que de 
conformidad con su artículo 4° tendrá como objeto fundamental, coordinar los 
instrumentos, políticas, servicios y acciones para garantizar el pleno ejercicio de 
los derechos en materia de Atención y Reparación a Víctimas del Delito y de 
violaciones a los Derechos Humanos, llevando a cabo acciones y estrategias que 
permitan atender las necesidades en esa materia y estableciendo políticas 
públicas que satisfagan sus exigencias.  
Su Artículo 6°, dispone que:  

"Para el cumplimiento de su objeto, la "Comisión Ejecutiva Estatal", tendrá las 
siguientes atribuciones: 
[...] 
XXII.- Realizar las gestiones necesarias ante las instancias competentes, para hacer 
efectiva la implementación del pleno ejercicio de los derechos en materia de 
Atención y Reparación a Víctimas del Delito y de Violaciones a los Derechos 
Humanos, de conformidad con los objetivos, metas y lineamientos que determine el 
Gobernador del Estado y que establezcan las autoridades competentes."  

  Además,  su Artículo 9° señala que: 
"La "Comisión Ejecutiva Estatal", contará además con un Comité de Asesoría, 
Apoyo y Seguimiento; el cual estará integrado de la siguiente manera: 
I.- El titular de la Secretaría General de Gobierno, quien lo presidirá. 
II.- El titular del Instituto de Salud y/o Secretaría de Salud. 
III.- El titular de la Secretaría de Educación. 
IV.- El titular de la Procuraduría General de Justicia del Estado. 
V.- Un Diputado del Congreso del Estado, designado por las terceras partes de sus 
integrantes. 
VI.- Tres comisionados."  

 
----- 40.7.- Así pues, de acuerdo a la naturaleza jurídica del caso que nos 
ocupa, puede concluirse que el Estado tiene la obligación de cumplir con la 
reparación del daño ocasionado a las víctimas por violaciones a los derechos 
humanos provocadas por acciones u omisiones de sus servidores públicos, 
considerando por lo menos a).- medidas de satisfacción, b).- medidas de no 
repetición, y c) medidas de compensación y de reparación de daños. 
 
----- 40.8.- Por lo tanto, los quejosos y desplazados del barrio Bochilté del ejido 

Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, Chiapas, tienen derecho:  

a).- A una medida de satisfacción consistente en que el señor Secretario 
General de Gobierno, gire sus apreciables instrucciones a las instituciones que 
han venido atendiendo el caso de los desplazados del barrio Bochilté del ejido 
Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, para continuar los esfuerzos en la 
búsqueda  de establecer las condiciones que permitan el regreso voluntario, 
seguro y digno de los desplazados a su lugar de residencia habitual; a través de 
la implementación de talleres de reconciliación para la sensibilización de las 
partes confrontadas, que organice la Secretaría para el Desarrollo 
Sustentable de los Pueblos Indígenas (Artículo 38-VI Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Chiapas) en coordinación con la 
Subsecretaría de Gobierno Región V-Altos Tsotsil-Tseltal, la Delegación de 
Gobierno de Huixtán y la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena. Y de no ser 
esto posible, se les otorgue la compensación adecuada por sus bienes y 
reparación de los daños provocados con motivo de su desplazamiento, que 
permitan su reasentamiento en otra parte del territorio estatal, en atención al 
Principio 28 de Los Principios y artículo 35  de la Ley  para la Prevención y 
Atención del Desplazamiento Interno en el Estado de Chiapas. Asimismo, una 
medida de satisfacción consistente en que, se proporcione a los 
desplazados los suministros mínimos para subsistencia, en términos del 
Principio 18 de los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de la 
ONU, de 11 de febrero de 1998, y el artículo 10 de la Ley para la Prevención y 
Atención del Desplazamiento Interno en el Estado de Chiapas, mientras 
persistan las condiciones de desplazamiento. 
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b).- A una medida de no repetición, consistente en la ejecución de la orden de 
aprehensión a que nos hemos venido refiriendo, para que cesen las 
violaciones al derecho de acceso a la justicia de los ahora desplazados. Además 
de que, la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena, escuchando previamente 
en declaración al C. MMG, investigue el probable homicidio de MLMG, 
presuntamente bajo la autoría intelectual de su propio hermano NMG, quien la 
exponía al maltrato de la comunidad por practicar ésta una religión cristiana; 
investigue el probable secuestro de la nieta de MMG, de quien presuntamente 
se tuvo que pagar la cantidad de $15,000.00 pesos; investigue la probable 
discriminación a que presuntamente fue sujeta su nuera MHG por ser 
Tseltal; además de que se investiguen aquellas conductas violatorias a la 
dignidad de los niños/as IGMV, MNMV, LMMV, PGIM, LAIM, a quienes, además 
de expulsarlos (las) de la escuela primaria bilingüe Doroteo Arango, los (as) 
sacaron a empujones, rompiéndoles su ropita, espantándolos (as), les 
tiraron sus útiles y los pisotearon, mientras los niños/as lloraban y sus 
padres no pudieron hacer nada; amén de las conductas discriminatorias 
atribuidas al Presidente Municipal de Huixtán.  Esto último, en atención a las 
diversas hipótesis contenidas en el tipo penal de discriminación contenido en el 
artículo 324 del Código Penal para el Estado de Chiapas, como fue señalado 
en líneas anteriores; congruente ello además, con el derecho de acceso a la 
justicia previsto en el artículo 16 de la Ley para la Prevención y Atención del 
Desplazamiento Interno en el Estado de Chiapas. 
 
c).- A una medida compensatoria y de reparación de daños; consistente en 
que, se les restituya en la posesión de sus bienes al momento de su retorno y se 
les otorgue la reparación de daños provocados con motivo de su desplazamiento; 
y en caso de ser imposible su retorno a su lugar de residencia en el barrio Bochilté 
del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, se les otorguen las 
compensaciones adecuadas por sus tierras y demás bienes, así como la 
reparación de daños provocados con motivo de su desplazamiento. Esto en 
atención a la proporcionalidad de la lesión producida, cuyo monto deberá 
establecerse en coordinación y colaboración con la Comisión Ejecutiva Estatal 
de Atención a Víctimas, de conformidad con lo dispuesto en su Decreto de 
Creación y la Ley de Víctimas para el Estado de Chiapas. Ello como consecuencia 
de la responsabilidad en que incurrió el Estado, en atención a las consideraciones 
planteadas en la presente Recomendación. 
 
----- 41.- Con el propósito de proteger la identidad de las personas 
involucradas en los hechos y evitar que sus nombres y datos personales se 
divulguen, se omitirá la publicidad de los mismos, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 43, párrafos cuarto y quinto, de la Ley de la 
Comisión Estatal de los Derechos humanos; esto atendiendo a que, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 128 y 129 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chiapas; la 
información de carácter personal es confidencial. Por lo tanto, en atención al 
citado artículo 43 de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos, los nombres de la parte quejosa, agraviada o servidores públicos 
a los que se imputan violaciones a derechos humanos en este documento, 
no podrán publicarse o divulgarse en los medios de comunicación, ni 
proporcionarse a terceras personas. 
 
----- 42.- Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos determinó procedente formular, respetuosamente, a ustedes señores, C. 
Lic. Juan Carlos Gómez Aranda, Secretario General de Gobierno; C. Mtro. 
Raciel López Salazar, Procurador General de Justicia del Estado; las 
siguientes,  
 
V.- RECOMENDACIONES. 
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Respetuosamente, a usted, C. Lic. Juan Carlos Gómez Aranda, 
Secretario General de Gobierno.  
(En su calidad de Presidente del Consejo Estatal de Atención Integral al Desplazamiento 
Interno, e integrante del Sistema Estatal de Atención a Víctimas). 

  
PRIMERO.-  Gire sus apreciables instrucciones al C. Subsecretario de Gobierno 
Región V Altos, Tsotsil-Tseltal, gestione ante el H. Ayuntamiento Municipal de 
Huixtán, Chiapas, que a la brevedad proporcione los suministros mínimos 
para subsistencia a las 9 familias desplazadas, o en su defecto, les 
proporcione apoyo económico para que puedan proveer a su subsistencia, 
por lo menos, con un salario mínimo para cada familia, mientras persistan 
las condiciones de desplazamiento, tomando en cuenta además la condición de 
vulnerabilidad en que se encuentran  sobre todo los niños/as por el hecho de 
ser menores, indígenas, pobres y desplazados; considerando también que en 
términos del artículo 36 fracción I, párrafo tercero, de la Ley Orgánica Municipal 
del Estado de Chiapas, los Ayuntamientos tienen el deber de contemplar un fondo 
que permita la reparación del daño a las víctimas de violación de derechos 
humanos; de ser corresponsables (los Ayuntamientos), como integrantes de un 
sistema federativo, de garantizar los derechos humanos y prevenir los delitos, en 
términos de lo dispuesto en los artículos 1° y 21 constitucionales; además de tener 
la obligación de participar y coadyuvar en la protección y atención a las víctimas, 
de conformidad con el artículo 6° de la Ley de Víctimas para el Estado de Chiapas. 
Procurándoles con tal medida condiciones satisfactorias de vida, y puedan hacer 
frente a los gastos que ocasiona la educación de sus menores hijos, como lo son 
alojamiento, alimentación, vestido, salud y utensilios escolares.   
  
SEGUNDO.-  En caso de que los ahora desplazados hubieran sido desposeídos 
de sus tierras y demás bienes, se les restituya en la posesión de los mismos al 
momento de su retorno y se les otorgue la reparación de daños provocados con 
motivo de su desplazamiento; y en caso de ser imposible su retorno a su lugar 
de residencia habitual en el barrio Bochilté del ejido Lázaro Cárdenas Chilil, 
municipio de Huixtán, Chiapas, se les otorgue la compensación adecuada por sus 
tierras y demás bienes, así como la reparación de daños provocados con motivo 
de su desplazamiento, en atención al Principio 28 de Los Principios y artículo 35  
de la Ley  para la Prevención y Atención del Desplazamiento Interno en el Estado 
de Chiapas. Esto en atención a la proporcionalidad de la lesión producida, cuyo 
monto deberá establecerse en coordinación y colaboración con la Comisión 
Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, de conformidad con lo dispuesto en 
su Decreto de Creación y la Ley de Víctimas para el Estado de Chiapas. Ello como 
consecuencia de la responsabilidad en que incurrió el Estado, en atención a las 
consideraciones planteadas en la presente Recomendación. O en su caso, gire 
instrucciones al Comisionado de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 
Víctimas, para que los quejosos sean registrados en el Registro Estatal de 
Víctimas, y tengan acceso a la atención, asesoría jurídica, asistencia, 
protección, acceso a la justicia, a la verdad y reparación integral. 
 
TERCERO.- Gire sus apreciables instrucciones a las instituciones que han venido 
atendiendo el caso de los desplazados del barrio Bochilté del ejido Lázaro 
Cárdenas Chilil, municipio de Huixtán, Chiapas; para continuar los esfuerzos en la 
búsqueda  de establecer las condiciones que permitan el regreso voluntario, 
seguro y digno de los desplazados a su lugar de residencia habitual; a través de 
la implementación de talleres de reconciliación para la sensibilización de las 
partes confrontadas, que organice la Secretaría para el Desarrollo 
Sustentable de los Pueblos Indígenas (con sustento en el artículo 38-VI de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Chiapas) en coordinación 
con la Subsecretaría de Gobierno Región V-Altos Tsotsil-Tseltal, la Delegación de 
Gobierno de Huixtán, y la Fiscalía Especializada en Justicia Indígena. Y de no ser 
esto posible, se les otorgue la compensación adecuada por sus bienes y 
reparación de los daños provocados con motivo de su desplazamiento, que les 
permita su reasentamiento en otra parte del territorio estatal, en atención al 
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Principio 28 de Los Principios y artículo 35  de la Ley  para la Prevención y 
Atención del Desplazamiento Interno en el Estado de Chiapas. 
 
Respetuosamente, a usted, C. Mtro. Raciel López Salazar,  
Procurador General de Justicia del Estado. 
 
PRIMERO.-  Gire sus apreciables instrucciones al C. Director de la Policía 
Especializada para efectos de que disponga de elementos que ejecuten el 
mandamiento aprehensorio a que nos hemos referido, respecto a las personas 
pendiente de ejecutarse, para que con ello cesen las violaciones al derecho de 
acceso a la administración de justicia de los ahora desplazados y quejosos. 
A menos de que, de resultar procedente en derecho, escuchando a las víctimas; la 
reparación del daño resultado de la comisión del delito, se les garantizara por 
otros medios.   
 
SEGUNDO.- Gire sus apreciables instrucciones al órgano de control interno de 
esa Procuraduría General de Justicia, con el objeto de que, como lo solicitan los 
quejosos, se inicie procedimiento administrativo de investigación en contra de los 
diversos titulares de la Comandancia Regional Zona Indígena que han tenido a su 
cargo el deber de cumplimiento del mandato judicial referido en este documento, 
ante la probable infracción de las fracciones I y XXI de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Chiapas, que les 
exige una actuación legal y eficiente, además de abstenerse de cualquier acto u 
omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada 
con el servicio público. Y en caso de resultarles responsabilidad alguna, se les 
impongan las sanciones administrativas a que se hubieran hecho acreedores. 
 
TERCERO.- Gire sus apreciables instrucciones a la Fiscalía Especializada en 
Justicia Indígena, para efectos de, escuchando previamente en declaración al C. 
MMG, se investigue el probable homicidio de MLMG, presuntamente bajo la 
autoría intelectual de su propio hermano NMG, quien además la exponía al 
maltrato de la comunidad por practicar aquélla una religión cristiana; el probable 
secuestro de la nieta de MMG, de quien presuntamente se tuvo que pagar la 
cantidad de $15,000.00 pesos; la probable discriminación a que 
presuntamente fue sujeta su nuera MHG por ser Tseltal; además de que se 
investiguen aquellas conductas violatorias a la dignidad de los niños/as IGMV, 
MNMV, LMMV, PGIM, LAIM, a quienes, además de expulsarlos (las) de la 
escuela primaria bilingüe Doroteo Arango, los (as) sacaron a empujones, 
rompiéndoles su ropita, espantándolos (as), les tiraron sus útiles y los 
pisotearon, mientras los niños/as lloraban y sus padres no pudieron hacer 
nada; amén de las conductas discriminatorias atribuidas al Presidente 
Municipal de Huixtán.  Esto último, en atención a las diversas hipótesis 
contenidas en el tipo penal de discriminación contenido en el artículo 324 del 
Código Penal para el Estado de Chiapas, como quedó puntualizado en el 
capítulo de observaciones.  
 
----- 43.- La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en los artículos 
102, Apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 98 
de la Constitución Política del Estado de Chiapas, tiene también el carácter de 
denuncia y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una declaración 
respecto de una conducta irregular por parte de servidores públicos en ejercicio de 
las facultades que expresamente les confiere la ley, como de obtener las 
investigaciones que procedan por parte de las dependencias administrativas o 
cualquiera otra autoridad competente, para que dentro de sus atribuciones 
efectúen las investigaciones correspondientes, apliquen las sanciones 
conducentes y se subsanen las irregularidades cometidas, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 1°, párrafo tercero, constitucional. Además, esta Comisión 
Estatal de los Derechos Humanos no prejuzga sobre la inocencia o culpabilidad de 
los servidores públicos en caso de que se requiriera la instauración de 
procedimientos administrativo de investigación, puesto que su misión es única y 
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exclusivamente velar porque las autoridades en el ámbito de su competencia 
cumplan con el respeto a los derechos humanos de quienes solicitan la 
intervención de este organismo.  
 
----- 44.- Agradeceremos se mantenga informado a este Organismo del desarrollo 
de los puntos recomendatorios que anteceden, desde su inicio hasta su 
conclusión. De conformidad con el artículo 67, segundo párrafo, de la Ley de la 
Comisión Estatal de los Derechos Humanos, solicito a ustedes que, la respuesta 
sobre la aceptación o no de esta recomendación, en su caso, sea informada a 
esta Comisión dentro del término de 15 quince días hábiles, siguientes a esta 
notificación. 
 
----- 45.- Igualmente con el mismo fundamento jurídico, solicito a ustedes que en 
su caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de esta recomendación, se 
envíen a esta Comisión, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la 
fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación o no, de la 
Recomendación.  
 
----- 46.- Cabe señalar que la omisión de la recomendación o la no aceptación de 
la misma, dará lugar a que esta Comisión Estatal, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 70, fracciones I y II de su Ley, quede en libertad de 
hacerlo del conocimiento del Congreso del Estado de Chiapas, a fin de dar 
cumplimiento a lo establecido en el artículo 98, séptimo párrafo, de la Constitución 
Política de esta entidad.  
 
 

 
Lic. Juan Óscar Trinidad Palacios. 

Presidente. 
 
 

 
Lic. Rafael Aníbal Cordero Guillén. 
Visitador General Especializado de 

Atención de Asuntos Indígenas.  


